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I. INTRODUCCIÓN 

 1. Salhaketa Nafarroa/Presoen Aldeko Elkartea, lleva trabajando por la defensa 

de los derechos de las personas presas, expresas y de sus familiares desde los años 80 

abarcando el ámbito de la denuncia, de la concienciación y la de la inclusión social.  

Durante todos estos años, se nos ha evidenciado por parte de distintas 

instituciones navarras, así como por colectivos que trabajamos en torno a la prisión, la 

necesidad de que Navarra asuma todas sus competencias en materia penitenciaria.  

Sin embargo, hasta hoy, no solo es que no se haya comenzado a discutir acerca 

de la asunción de competencias en la ejecución de la legislación penitenciaria, sino que 

hemos visto cómo a lo largo del tiempo, y más concretamente desde los años 80 a esta 

parte, las instituciones navarras han ido haciendo dejación de las competencias 

históricas que ya tenían atribuidas respecto de la cárcel de Pamplona. Así se ha llegado 

hasta la situación actual, en la que podemos referir una práctica desaparición de las 

competencias y deberes en materia penitenciaria por parte de la Comunidad Foral . 

 

 2. Tradicionalmente, ha habido una aparente reticencia por parte del Estado a 

transferir las competencias en materia penitenciaria. El motivo que formalmente se 

esgrime es que el Ius puniendi del Estado, es decir, el Derecho a castigar, debe ir de la 

mano de la ejecución de ese castigo. Es decir, el binomio castigo-ejecución de la pena, 

considerando el segundo parte de la política que fundamenta lo primero, es 

inseparable. De este modo, en el escenario en el que la pena privativa de libertad es la 

pena más importante en el Código Penal –en presencia e impacto para el ser humano-, 

la ejecución de la pena privativa de libertad, materializada en una concepción concreta 

de la política penitenciaria, se torna fundamental. Además, si nos remontamos a las 

finalidades preventivas del Ius Puniendi como instrumento de control formal para la 

evitación de ciertas conductas humanas, nos encontramos con que, efectivamente, la 

Secretaría General de Instituciones Penitenciarias entiende su institución como “una 

pieza ineludible de la política de seguridad de un país y también de la política de 

intervención social”. 
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Tal vez éste sea el motivo más aparente para que, en la actualidad se 

mantengan ciertas resistencias a la hora de transferir las competencias en materia 

penitenciaria a las Comunidades Autónomas. Sin embargo, la posibilidad de 

materialización de esas transferencias se recogió ya en el artículo 79 de LOGP que 

previó que “corresponde a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias del 

Ministerio de Justicia la dirección, organización e inspección de las Instituciones que se 

regulan en la presente Ley salvo respecto de las Comunidades Autónomas que hayan 

asumido en sus respectivos Estatutos la ejecución de la legislación penitenciaria y 

consiguiente gestión de la actividad penitenciaria”. 

Por tanto, ya en su momento, esta relación entre política criminal y política 

penitenciaria se estructuró como separable, e incluso, si se quiere, deseable porque 

significaría la finalización completa del proceso de transferencias competenciales por 

parte de las Comunidades Autónomas. Además, en la actualidad la realidad se impone 

y nos enseña que ambas cuestiones están conviviendo en la práctica. Un ejemplo de 

ello es Cataluña, que tiene transferidas en su totalidad las competencias, existiendo 

una Dirección General propia y un funcionamiento separado del control central. Por 

tanto, el mencionado fundamento parece que no tenga el sustento esperado y esto 

por dos motivos. Por un lado, porque existe una Comunidad Autónoma que es 

soberana en esta cuestión sin que interfiera en la política criminal del Estado.  Por 

otro, en segundo lugar, porque las labores propias de los profesionales del tratamiento 

dentro de prisión, es decir, la sanidad, la educación-formación, la inserción social, etc., 

que son ámbitos dentro del conjunto de las responsabilidades autonómicas, son 

cuestiones transferidas pacíficamente desde hace años, y que tienen su impacto (más 

o menos extendido) en las prisiones. 

 

3. Además del mencionado Estatuto Catalán, otros tres contemplan la 

posibilidad de asumir estas competencias: Andalucía, País Vasco y Navarra. 

Recordemos que los estatutos de autonomía son, a todos los efectos, Leyes Orgánicas 

que difícilmente pueden ser incumplidas por el ejecutivo. Por ello, una enérgica 
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posición de las autonomías debería, necesariamente, obtener lo que a su derecho 

confiere el marco legal, que es la asunción total de esas competencias. 

 

4. No es la primera vez que traemos al Parlamento de Navarra la propuesta de 

la necesidad de que Navarra asuma las competencias  penitenciarias en su totalidad, ya 

que es una reivindicación que trasladamos en todas nuestras exposiciones  en este foro 

parlamentario. Esta solicitud se ha realizado con mayor énfasis desde la apertura del 

nuevo Centro Penitenciario de Pamplona en el año 2012. Y esto es así porque en los 

diversos debates que hubo previos a la construcción y apertura de la macro-cárcel, 

todos los partidos políticos marcaban este hito como el punto de partida para la 

asunción de competencias. Pues bien, hace ya más de 4 años que está en 

funcionamiento la cárcel en la Colina de Santa Lucia y, sin embargo, no existe ningún 

atisbo de asunción de competencias en materia penitenciaria. No obstante lo anterior, 

es cierto que la asunción de competencias en materia penitenciaria fue recogida en el 

Acuerdo Programático de Gobierno de Navarra para la legislatura 2015-2019.  

 

5. La presente situación ha hecho que esta asociación haya tomado la decisión 

de redactar este Informe, que insta al Parlamento navarro a la asunción de todas las 

competencias en materia penitenciaria o, subsidiariamente, a que comience a dar los 

pasos para trazar la senda para la asunción de las competencias históricas y de las 

competencias parciales en las materias que ya tiene transferidas, de forma que tengan 

un impacto dentro de prisión, y así,  permitan y canalicen progresivamente la asunción 

total de competencias como horizonte próximo. 

 

6. De este modo, el presente trabajo se divide en ocho apartados, contando 

con esta introducción. En el apartado segundo, se desarrolla la evolución histórica de 

las competencias en materia penitenciaria en Navarra, una mirada fundamental para 

comprender los orígenes y el momento en el que nos encontramos en la actualidad. En 

los siguientes apartados, tercero, cuarto y quinto, se abordarán las competencias en 

materia de sanidad, educación y servicios sociales, respectivamente. Se ha optado por 
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hacer una distinción en cada uno de las materias abordadas, haciendo, en primer 

lugar, un enfoque general sobre la competencia de que se trata y, posteriormente, 

concretando cómo se encuentra esa cuestión en la actualidad en la cárcel de 

Pamplona. Los motivos para abordar específicamente estas tres competencias son 

básicamente dos. En primer lugar, el hecho de que la sanidad, la educación y los 

servicios sociales constituyen el grueso de la parte tratamental del sistema 

penitenciario, es decir, aquel tendente a materializar el principio constitucional 

referido a la reinserción de la persona penada (art. 25 CE). En segundo lugar, porque 

Navarra ya tiene transferidas y asumidas estas competencias y las ejerce en todo el 

territorio de Navarra, a excepción de la cárcel de Pamplona, por lo que existe 

legislación que ampara una eventual asunción parcial de competencias. 

El Informe termina con una conclusión y una propuesta que se ha anticipado en 

el apartado anterior: la necesidad y conveniencia de asumir las competencias totales 

en materia penitenciaria o, subsidiariamente, el comienzo de la asunción de aquellas 

competencias denominadas históricas así como las parciales en materia de sanidad, 

educación y servicios sociales como inicio del camino para la asunción total de las 

competencias en materia penitenciaria. Por último, se cierra el trabajo con la 

bibliografía, documentos empleados y los anexos (que solo son una parte del material 

utilizado) que hemos considerado relevante se acompañe al trabajo. 

 

7. La metodología empleada trata de combinar una parte teórica con aquella 

más práctica, en el sentido de mostrar la realidad que nos rodea. De este modo, para 

el primero de los objetivos, se ha utilizado abundante material bibliográfico y fuentes 

documentales que se citan en el texto. En cuanto a la plasmación de la situación en la 

que se encuentra el C.P. de Pamplona, hemos utilizado fundamentalmente la técnica 

de la entrevista a personas presas y expresas. A todo lo anterior se añade, el largo 

recorrido que tiene esta asociación en el trabajo en torno a la prisión de Pamplona, lo 

que ha permitido que a través de la observación, el contacto con otros colectivos y 

asociaciones que trabajan con la realidad penitenciaria y, en definitiva, la propia 
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experiencia, se haya podido plasmar en este trabajo un fidedigno escenario de la 

situación en la que nos encontramos en nuestros días. 

 

8. Se presenta este Informe desde la convicción de que los movimientos 

ciudadanos (formales o informales) han de ser los impulsores de los cambios en unas 

instituciones que nos pertenecen a todas las personas que cohabitamos en un 

territorio. En este sentido, asumimos esta responsabilidad y desde este lugar, 

esperamos que este trabajo fruto de la experiencia de muchos años active y acompañe 

el proceso de asunción de competencias en materia penitenciaria para la Comunidad 

Foral de Navarra. Un proceso inconcluso que todavía se adeuda a toda la sociedad 

navarra.  

Dostoyevski escribió una vez que “el grado de civilización de una sociedad se 

mide entrando a sus cárceles”. Como sociedad tenemos dos posibilidades. La primera, 

seguir como hasta ahora, y hacer dejación de nuestras obligaciones para con nuestros 

conciudadanos, permitiendo así la vulneración sistemática de sus derechos como 

personas. La segunda, mostrar nuestra madurez y apostar por la oportunidad de poder 

hacer las cosas mejor, desde otros lugares más justos, que reviertan positivamente en 

el respeto a los derechos humanos de todas las personas y en toda la sociedad 

navarra.  
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II. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LAS COMPETENCIAS EN MATERIA PENITENCIARIA 

EN NAVARRA 

1. Hasta el año 1512, el Reino de Navarra era un reino con plena soberanía, por 

lo que entre sus funciones tenía encomendada y ejercía la competencia en materia 

penitenciaria. Poco a poco, Navarra comienza a perder soberanía en términos globales. 

Y ya, en 1837, con el Pacto de Bergara, se recomienda modificar los Fueros de Navarra, 

modificación que se hace definitiva en 1841 con la Ley Paccionada. Sin embargo, esta 

pérdida de soberanía no alcanzó a la materia penitenciaria, ya que en el artículo 2 de la 

Ley Paccionada se establecía que “la Administración de justicia seguirá en Navarra con 

arreglo a su legislación especial, en los mismos términos que en la actualidad…” . 

A nivel estatal, mediante el Real Decreto de 27 de julio de 1849 por el que se 

aprobó el Reglamento de Prisiones, se procedió a la distribución de los gastos de las 

prisiones. Así, en los artículos 27 a 29, se fijó que correspondía a las corporaciones 

municipales y provinciales asumir el gasto de personal y manutención de detenidos y 

arrestados pobres de los depósitos y la manutención de los presos pobres de las 

cárceles de partido y Audiencia. En consecuencia, todas las corporaciones municipales 

y/o provinciales venían obligadas al sostenimiento de los presos pobres de sus 

correspondientes prisiones y, por lo tanto, Navarra y sus corporaciones municipales 

estaban obligadas, y mantenían, a los presos pobres de sus respectivas cárceles1. 

No obstante, la Ley de Presupuestos de 26 de julio de 1922, quedó reflejado el 

afán del Gobierno de España de reintegrar al Estado la administración de las Cárceles 

como clave de su política penal, y autorizaba en su artículo 4º al Gobierno “para 

incorporar al Presupuesto del Estado la totalidad de las obligaciones que, siendo suyas, 

pesan hoy sobre las corporaciones provinciales y municipales con motivo del servicio 

carcelario y de manutención de presos”.  

Para hacer efectiva esta transferencia de obligaciones se dictaron, entre otros, 

el Real Decreto de 18 de octubre de 1922 del Ministerio de Gracia y Justicia, relativo a 

la propiedad de las cárceles y la obligación del mantenimiento de los edificios 

                                                                 
1
 Hemos de hacer notar que esta afirmación viene a confirmar el origen y consolidación de la prisión 

como instrumento de control de la pobreza. 
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destinados a prisiones provinciales y de partido, y el Real Decreto de misma fecha de la 

Presidencia del Consejo de Ministros sobre el sostenimiento de las obligaciones 

carcelarias. Este segundo Real Decreto recogía, en su exposición de motivos, el interés 

del Gobierno Estatal respecto de las cárceles: 

 

“Desde la primitiva Ley de Prisiones de 1849, vino siendo pensamiento legislativo y 

propósito de los sucesivos Gobiernos reintegrar al Estado, como clave de su política 

penal, la administración de las cárceles, abandonada a los Ayuntamientos y las 

Diputaciones provinciales. 

Adelanto vigoroso en ese camino fue la incorporación al presupuesto general, en 1910, 

de los haberes del personal de prisiones, que libró a esos funcionarios de una situación 

de ruina y desprestigio, con éxito contrastado ya en la práctica por un positivo 

mejoramiento de los servicios que les están confiados. 

Las cortes actuales, cerrando el ciclo de tan laudables y justificadas iniciativas, 

autorizan, por el artículo 4º de la vigente Ley de Presupuestos, la incorporación total de 

las obligaciones carcelarias a que las corporaciones venían subviniendo con carácter 

provisional…” 

 

Estableciéndose en su artículo 1º: 

 

“A contar del día 1 de octubre del presente año, la administración económica de las 

Prisiones provinciales y de partido queda encomendada exclusivamente al Ministerio 

de Gracia y Justicia y, bajo su dependencia, a la Dirección General de Prisiones...” 

 

2. Sin embargo, dichos preceptos, no eran de aplicación a las Corporaciones de 

Vascongadas y Navarra. No obstante esto último, las Diputaciones provinciales vascas 

solicitaron ser equiparadas a las demás del Estado, por lo que se dictó el Real Decreto 

de 5 de diciembre de 1922. Este Real Decreto recoge los motivos por los cuales no se 

consideró oportuno comprender a las Corporaciones Vascongadas y de Navarra en 

esos preceptos: 
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“no se consideró oportuno… en primer lugar por la distinta situación que estableció 

respecto a ellas el Real Decreto de 22 de abril de 1910, al formalizar el pago por el 

Tesoro Público de los haberes del personal de prisiones adscrito a las cárceles y sobre 

esa razón, por respeto a las tradiciones de aquellas provincias que siempre se 

manifestaron celosas de intervenir los servicios administrativos del Ramo”. 

 

Y, seguidamente, acuerda “solicitado ahora por las Diputaciones provinciales 

vascas equipararse en la desgravación a las demás del Reino, y estimando que por 

analogía, debe aplicarse igual regla a las de Navarra, procede hacer extensivo a las 

cuatro provincias el nuevo régimen económico del servicio carcelario.”  

 

3. Se puede afirmar que este es el origen de las competencias históricas de 

Navarra respecto de sus cárceles, porque frente a este Real Decreto la Diputación Foral 

de Navarra aprobó, mediante acuerdo de 19 de diciembre de 1922, las bases para 

continuar atendiendo los servicios carcelarios de Navarra tras conferencias realizadas 

entre la Diputación y el Delegado por la Dirección General de Prisiones del Estado. 

El acuerdo, que refleja las competencias que Navarra ejercía y reclamaba seguir 

ejerciendo, recoge: 

 

“La Diputación de Navarra…. Renuncia al beneficio que se intenta otorgar por Real 

Decreto de 5 del mes corriente porque su aceptación implicaría una alteración de su 

autonomía administrativa en asuntos que afectan a Navarra, autonomía que desea 

conservar en toda su pureza con preferencia a cualquier otra merced de carácter 

material y utilitario. Entiende la Diputación que el beneficio influido en esa autonomía 

debe extenderlo sobre los desgraciados que sufren los rigores de la prisión atenuando 

en lo posible su triste situación con la aplicación de medios que la  mejoren, no 

solamente materiales sino también morales conforme viene haciéndose hasta ahora 

con aplauso de las Autoridades, del Estado y de la opinión pública, debido sin duda 

alguna a esa independencia administrativa que le permite actuar con arreglo a las 

necesidades de las cárceles… 

Y queriendo preservar en estos laudables propósitos acuerda continuar atendiendo a 

los servicios penitenciarios conservando de igual modo la propiedad de sus cárceles, 
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con obligación de realizar en ellas las obras que sean necesarias para su conservación y 

buen funcionamiento, todo ello en base a las siguientes condiciones: 

1ª. La Diputación mantiene el derecho con ella… para el nombramiento de Capellanes, 

Médicos, Maestros, Hermanas de la Caridad y demás empleados administrativos. 

2º. La Diputación foral, abonará a los funcionarios del Cuerpo de Prisiones que presten 

sus servicios en Navarra con arreglo a las plantillas actuales, iguales sueldos que los 

actualmente asignados por el Estado a los del resto de España…” 

3º. El Representante de la Dirección General de Prisiones se compromete a exponer con 

su favorable informe el deseo de la Diputación de Navarra de que…se le reconozca en 

derecho de representación ante el Estado de los funcionarios del Cuerpo de Prisiones 

que en lo sucesivo aspiren a servir en las cárceles de Navarra, proponiendo dentro del 

escalafón y categoría correspondiente a la vacante, el empleado que haya de cubrirla” . 

 

Tras este acuerdo de la Diputación Foral, se dictó Orden de 21 de marzo de 

1923 que establecía que “se ha servido disponer se acceda a lo solicitado por la 

Diputación de Navarra, quedando exceptuada de los preceptos del Real Decreto 

expresado de 5 de diciembre por el que se incorpora al Estado las atenciones 

carcelarias de las Provincias Vascongadas y Navarra”. 

 

4. La Diputación de Navarra hizo, por lo tanto, una defensa activa de sus 

obligaciones carcelarias, las cuales exigió seguir manteniendo y en las que se incluían2: 

atenuar en lo posible la triste situación de los presos con la aplicación de medios 

materiales y morales que la mejoren, continuar atendiendo a los servicios 

penitenciarios, conservar la propiedad de las cárceles y  realizar en ellas las obras que 

sean necesarias para su conservación y buen funcionamiento, llevar a cabo el 

nombramiento de capellanes, médicos, maestros, Hermanas de la Caridad y demás 

empleados administrativos, abonar los sueldos de los funcionarios del Cuerpo de 

Prisiones que presten sus servicios en Navarra, y ejercer un derecho de representación 

ante el Estado de los funcionarios del Cuerpo de Prisiones que en lo sucesivo aspiren a 

                                                                 
2
 Se debe precisar que ese mismo interés y defensa histórica se hizo de la primera cárcel de mujeres, la 

Galera para mujeres de Pamplona, y otras instituciones de encierro para mujeres posteriores.  



17 
 

servir en las cárceles de Navarra, proponiendo dentro del escalafón y categoría 

correspondiente a la vacante, el empleado que haya de cubrirla. 

La Diputación Foral defendió y consiguió mantener estas competencias sobre la 

cárcel de Pamplona. Después de aquello, se fueron dictando diversas disposiciones 

que matizaron someramente estas competencias que se siguieron manteniendo y 

ejerciendo y que constituyen, como se ha dicho, las competencias históricas de 

Navarra en relación con la cárcel de Pamplona.  

Precisamente, éstas son las denominadas competencias históricas a las que 

aludiremos en varias ocasiones en este trabajo, y que incluyen: mantener la titularidad 

navarra de la cárcel (aunque hoy la titularidad del nuevo centro es del Estado), la 

realización de obras de mejoras y gastos de mantenimiento, de personal, (pagar los 

suministros de la prisión, al médico, al gabetero…), y elegir al director de la prisión y a 

los trabajadores (médicos, maestros…). Obligaciones y competencias que, con otras 

denominaciones, serían trasladables a nuestros días y que, sobre todo, evidenciarían el 

compromiso de las Instituciones sobre la cuestión penitenciaria. 

 

5. Continuando con la evolución histórica de la situación competencial navarra 

en materia penitenciaria, fue fundamental y determinante el paso de los años de la II 

República a la dictadura franquista que se instauró en el Estado. Con el golpe militar 

primero, y la posterior llegada al poder de Franco, se dio una auténtica paralización de 

las reformas penitenciarias que se habían iniciado en la II República de la mano de la 

primera Directora General de Instituciones Penitenciarias, Victoria Kent, y que 

indirectamente afectaban a Navarra. Era el tiempo del reformismo y el humanismo 

penitenciario; era tiempo de poner en valor la dignidad de las personas presas . Sin 

embargo, todo lo conseguido quedó relegado y en retroceso manifiesto durante el 

periodo de excepcionalidad del franquismo. No nos podemos detener en este punto, 

pero, sin duda, las tendencias centralistas que se consolidaron en este periodo han 

marcado todo el tiempo y hasta ahora la cuestión competencial, más allá de la 

posibilidad que abrió la Constitución Española de 1978 a la que ahora haremos 

referencia. Precisamente, se quiere subrayar que fueron aquellas reformas – y 
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sobretodo las inercias de su aparato y de su ideología-, entre otras, las que nos han 

traído hoy hasta aquí. 

 

6. Como se adelantaba, con la Constitución Española de 1978 y el 

establecimiento de la organización territorial del Estado, se reguló la distribución de las 

diferentes competencias y se abrió la posibilidad de que determinadas Comunidades 

Autónomas pudieran asumir, a través de sus respectivos Estatutos de Autonomía, las 

competencias en materia penitenciaria, entre otras.  

Navarra, a través de su Estatuto de Autonomía, aprobado por la Ley Orgánica 

13/1982, de 10 de Agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 

Navarra, plasmó su interés por ejercer la competencia en materia penitenciaria por 

dos vías: 

 

1ª A través del artículo 39.1, asumiendo sus competencias históricas, que como 

ya se ha expuesto se remontan a 1923: “Conforme a lo establecido en el artículo segundo 

de la presente Ley Orgánica, corresponden a Navarra: 

a) Todas aquellas facultades y competencias que actualmente ejerce, al 

amparo de lo establecido en la Ley Paccionada de dieciséis de agosto de 

mil ochocientos cuarenta y uno y disposiciones complementarias. 

 

2ª A través del artículo 58.1.a): 

“1. Corresponde a Navarra la ejecución de la legislación del Estado en las siguientes 

materias: 

a) Penitenciaria.” 

 

Para comenzar a trabajar en esta asunción de competencias del artículo 58 de 

la mencionada Ley, se firmó un acuerdo entre el Ministerio de Justicia y el Gobierno de 

Navarra en fecha 14 de junio de 1989. Este acuerdo vino a plasmar y a actualizar las 

competencias históricas que Navarra venía ejerciendo respecto de la cárcel , si bien en 

él ya se perdieron algunas, como la elección de personal por parte de Navarra a través 

de presentaciones de ternas a Madrid, que se mantuvo hasta los años 80.  



19 
 

 

Tal y como recoge el propio acuerdo, éste es un “acuerdo temporal y 

provisional”  y en este sentido se afirma expresamente: 

 

“En virtud del artículo 58.1.a) de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del 

Régimen Foral de Navarra, corresponde a Navarra la ejecución de la legislación del 

Estado en materia penitenciaria, pendiente ésta de ser transferida, por lo cual se 

precisa de la celebración de un Acuerdo de carácter temporal y provisional en tanto en 

cuanto se lleve a efecto la referida circunstancia”. 

 

En dicho acuerdo se recogió: 

 

a) “Para el suministro de alimentos a los reclusos del Centro Penitenciario de 

Pamplona, la Administración Foral asignará una dotación presupuestaria 

consignada y aplicable a dicho objeto.  A este respecto la Administración del 

Estado pagará bimestralmente, por todos los reclusos existentes en el Centro, 

el 50% de las cantidades estipuladas en la Orden del Ministerio de justicia de 2 

de junio de 1988 o en las que en el futuro se dicten. 

b) Las inversiones que se realicen en el centro penitenciario de Pamplona se 

financiaran de la siguiente manera: 

1. La reposición, suministro de material, reparaciones y obras menores serán 

íntegramente a cargo de la Administración de la Comunidad Foral de 

Navarra. 

2. Las inversiones que supongan mejora o ampliación de las instalaciones 

serán costeadas al 50% por la Administración del Estado y de la 

Administración de la Comunidad Foral, debiendo previamente haber 

acordado el importe de las mismas. 

c) Personal, en cuya materia se atenderá a los mismos criterios de actuación que 

han regido hasta el momento actual … 

d) La prestación de servicios sociales y mejora de las condiciones de vida de los 

reclusos, que será financiada al 50% por las Administraciones concurrentes, la 

actuación se extenderá sobre las siguientes áreas: 
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1. Formación cultural y educación en niveles primario, secundario, 

universitario y formación profesional a través de técnicas de educación a 

distancia y/o enseñanza presencial en su caso. 

2. Creación de talleres ocupacionales. 

3. Establecimiento de programas de actividades deportivas, cultural, física y 

ocio. 

4. Colaboración para el desarrollo de trabajos en programas de empleo 

coyuntural de reclusos de tercer grado. 

5. Apoyo económico a las familias de reclusos. 

6. Reinserción social de expresos”. 

 

7. Desde la firma del Convenio en 1989, las obligaciones en él plasmadas han 

ido dejando de cumplirse poco a poco hasta prácticamente desaparecer en la 

actualidad. 

 

8. En este sentido, así ha sucedido con el aporte económico para el 

mantenimiento de la cárcel. En los años 70, los gastos satisfechos por la Diputación 

Foral de Navarra respecto de la cárcel de Pamplona englobaban gastos de personal, de 

uniformes, alimentación, combustible, sanidad e higiene, conservación de edificios, 

teléfonos, vestuario y utensilios, y alumbrado. Se abonaban también los servicios de 

las Hermanas de la Caridad, del auxiliar de cocina, de granja, de calefacción, de 

encargos, los ordenanzas de dirección, de oficinas, de puerta principal, y encargados 

de enfermería, del comedor, del practicante, del barbero, así como gratificaciones a los 

presos por trabajos realizados en la prisión. Estas cantidades ascendieron, a modo de 

ejemplo, a 2.212.369 pesetas anuales en 1970, 3.078.940 de pesetas anuales en 1971 y 

3.511.478 pesetas anuales en 1972, según consta en los documentos del Archivo de 

Navarra. 

También se recogieron datos económicos en el Informe elaborado por la 

Cámara de Comptos en el año 1996. 

En tiempos más recientes desde 2006, se aportaba, según Presupuesto de 

Gobierno de Navarra, la cantidad de 500.000 € anuales al mantenimiento de la cárcel 
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de Pamplona. Esta cantidad pasó a ser de 400.000 € durante los años 2009, 2010 y 

2011, reduciéndose a 200.000 € en el 2012. Desde el año 2013, el Gobierno de Navarra 

no destina en su presupuesto cantidad alguna para el mantenimiento de la cárcel de 

Pamplona. Así se certificó por parte del Consejero de Presidencia Justicia e Interior D. 

Javier Morrás Iturmendi a fecha 1 de marzo de 2013. 

En consecuencia, desde el año 2013 y hasta la firma del acuerdo programático 

(2015-2019), Navarra no solo continúa incumpliendo su obligación de asumir las 

competencias en ejecución de la legislación penitenciaria, tal y como se estableció en 

el Amejoramiento del Fuero, sino que además incumple el acuerdo de 1989.  

 

9. Para concluir el recorrido histórico, y llegando a la actualidad, se ha de 

señalar que el Acuerdo Programático para el Gobierno de Navarra, legislatura 2015-

2019, recogió diferentes cuestiones en relación con las competencias en materia 

penitenciaria y  las obligaciones de Navarra respecto de la cárcel de Pamplona: 

 

1ª ATENCION SOCIAL: 15. Adoptar medidas que mejoren las condiciones de 

vida de las personas presas y expresas, garantizando sus derechos y facilitando 

la incorporación social. 

2ª PROPUESTAS CONCRETAS PARA LA DEFENSA E IMPULSO DEL 

AUTOGOBIERNO: 2.2 Asumir competencias de I+D+i, tráfico e instituciones 

penitenciarias. 

3ª CON RESPECTO A LA MEMORIA RECIENTE: 1.1 Aplicación de la legalidad 

penal y penitenciaria. 

 

10. En conclusión, teniendo en cuenta el recorrido en torno a las competencias 

en materia penitenciaria por parte de Navarra y la situación actual, se evidencia la 

necesidad de que el acuerdo firmado en 1989 con carácter de temporal hasta la 

efectiva asunción de competencias en materia penitenciaria llegue a su fin y se dé el 

paso de asumir efectivamente dichas competencias. 
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III.  COMPETENCIAS EN MATERIA DE SANIDAD 

A/ Cuestiones previas 

1. La asunción de competencias parciales en materia de sanidad respecto de la 

cárcel de Pamplona es un imperativo legal y un derecho de todas las personas presas 

de la mencionada prisión. 

 

2. La Constitución Española recoge en su artículo 15 el derecho a la vida y a la 

integridad física como Derechos Fundamentales. Por su parte, el artículo 43 recoge el 

derecho a la protección de la salud. Los principios y criterios que permiten el ejercicio 

de este derecho se regulan por la Ley 14/1986, General de Sanidad.  

 

3. En lo que respecta a las competencias en materia de sanidad, el artículo 

148.1.21ª de la Constitución estableció que éstas podían ser asumidas por las 

Comunidades Autónomas sin ningún tipo de limitación. Así pues, en materia de 

sanidad, al igual que en materia penitenciaria, la Comunidad Foral de Navarra se 

atribuyó, por medio de los artículos 53, 54 y 58 de la LORAFNA, la competencia 

sanitaria sin ningún tipo de limitación. En este caso, y al contrario de lo que ocurre en 

materia penitenciaria, dicha asunción se hizo real y efectiva por medio de la Ley Foral 

de 10/1990 de 23 de Noviembre, de Salud, modificada posteriormente por la Ley Foral 

17/2010, de 8 de noviembre, de derechos y deberes de las personas en materia de 

salud en la Comunidad Foral de Navarra. 

El artículo 11 de la Ley Foral 17/2010 recoge:  

“La asistencia sanitaria pública, de cobertura universal, se extiende a todas las 

personas que residan en los municipios de la Comunidad Foral de Navarra. 

También se extiende a los inmigrantes que residan en los municipios de Navarra 

con independencia de su situación legal o administrativa”. 

Así pues, ninguna duda cabe acerca de que la Comunidad Foral de Navarra 

debe garantizar la asistencia sanitaria a todas las personas que vivan en Navarra , no 

pudiendo excluir a las personas privadas de libertad en la cárcel de Pamplona. 
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Por su parte, el Estado promulgó la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 

Sanidad, que, como ya se ha señalado, definió el marco básico en esta materia, al que 

deben ajustarse las Comunidades Autónomas. 

En la actualidad, la Ley 14/1986 ha sido ampliamente modificada, y en la 

reforma efectuada mediante la Ley General de Sanidad 16/2003, se establece en su 

Disposición Adicional Sexta que “los servicios sanitarios dependientes de Instituciones 

Penitenciarias serán transferidos a las Comunidades Autónomas para su plena 

integración en los correspondientes servicios autonómicos de salud. A tal efecto, en el 

plazo de 18 meses desde la entrada en vigor de esta ley y mediante el correspondiente 

real decreto, se procederá a la integración de los servicios sanitarios penitenciarios en 

el Sistema Nacional de Salud, conforme al sistema de traspasos establecidos por los 

estatutos de autonomía.” 

 La Ley 16/2003 entró en vigor el 30 de mayo de 2013, y, así, la transferencia de 

los servicios sanitarios dependientes de Instituciones Penitenciarias a las Comunidades 

Autónomas para su plena integración en los correspondientes servicios autonómicos 

de salud debió hacerse efectiva antes del 1 de diciembre de 2004. Sin embargo, 12 

años después, esta transferencia sigue sin realizarse y Navarra sigue sin asumir los 

servicios sanitarios de la cárcel de Pamplona. 

  

 4. También la legislación penitenciaria, concretamente, el artículo 208 del 

Reglamento Penitenciario, establece que “a todos los internos sin excepción se les 

garantizará una atención médico- sanitaria equivalente a la dispensada al conjunto de 

la población”. Sin embargo, esta previsión materialmente no se cumple. En este 

sentido, los Jueces de Vigilancia Penitenciaria aprobaron, ya en el 2002, por mayoría lo 

siguiente: 

 

 “Se insta a las Administraciones competentes a superar las disfunciones 

actualmente existentes en materia de asistencia sanitaria a los internos, que atentan 

contra la igualdad en el respeto a un derecho constitucional, como es el derecho a la 

salud, cuyo alcance debe ser el mismo para las personas condenadas y no condenadas 
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a penas privativas de libertad. Motivación: dar cumplimiento al principio general de 

integración de la sanidad penitenciaria en el Sistema Nacional de Salud, proclamado en 

el artículo 209 del Reglamento Penitenciario”.  

  

 5. En fecha de 23 de enero de 2008 se firmó un convenio pionero en el Estado 

de colaboración entre el Ministerio del Interior y el Departamento de Salud del 

Gobierno de Navarra en materia sanitaria cuyo objeto fue “…la integración del Centro 

Penitenciario en la intranet sanitaria del Servicio Navarro de Salud- Osasunbidea, 

garantizando con ello el derecho a la protección de la salud de estos ciudadanos, como 

cualquier otro residente en la Comunidad Foral”. Sin embargo, materialmente falta 

mucho recorrido para que la integración sea real. 

 

6. Así mismo, y en lo que se respecta a la atención a las personas que padecen 

algún tipo de enfermedad mental, el Gobierno de Navarra asumió la prestación de 

atención psiquiátrica en el Centro Penitenciario de Pamplona. Esta asunción se produjo 

después de que se elaborase por parte de Instituciones Penitenciarias un informe en el 

año 2007 en el que reconocía la existencia de personas con enfermedad mental en 

prisión sin que, por otro lado, los Centros Penitenciarios estuvieran dotados de 

profesionales encargados de atender a estas personas. Tras una campaña realizada por 

esta asociación se logró la aprobación por parte del Parlamento de Navarra de una 

moción en fecha 3 de febrero de 2009, con 8 votos a favor y 5 en contra, en la que “se 

insta al Gobierno de Navarra a incluir, dentro del acuerdo ya existente entre el 

Departamento de Salud e Instituciones Penitenciarias, un apartado en el que se recoja 

la necesidad de que un psiquiatra del Servicio Navarro de Salud- OSASUNBIDEA acuda a 

la prisión de Pamplona…”.  Ante la inactividad del Gobierno de Navarra, la Asociación 

Salhaketa acudió al Defensor del Pueblo en fecha 2 de Julio del mismo año, 

reclamando que se diera cumplimiento por parte del Gobierno de Navarra a la moción 

aprobada por el Parlamento. Finalmente, se consiguió que un psiquiatra dependiente 

de Gobierno de Navarra prestara sus servicios a las personas privadas de libertad en la 

cárcel de Pamplona.  
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7. Sin embargo, estas asunciones o convenios parciales no son suficientes, dado 

que la discriminación en cuanto a atención sanitaria entre personas presas en la cárcel 

de Pamplona y el resto de personas que residen en Navarra sigue existiendo y no 

desaparecerá hasta que Navarra asuma la totalidad de dichas competencias. 

 

8. En el momento actual, nos encontramos con la realidad de que los Convenios 

existentes en materia de Salud entre Instituciones Penitenciarias y las diferentes 

Comunidades Autónomas han sido denunciados por la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias como consecuencia de los problemas derivados de la 

administración de los tratamientos para la Hepatitis C denunciados por diversos 

colectivos sociales, entre los que se encuentra la Asociación Pro Derechos Humanos de 

Andalucía (APDHA).  

 

9. En estos momentos, el Estado ha instado a las Comunidades Autónomas a 

asumir la competencia en materia de Sanidad, tal y como se estableció en la 

Disposición Adicional Sexta de la Ley General de Sanidad 16/2003, no existiendo en 

este momento motivo alguno para no proceder a su asunción. 

 

B/  La situación en el C.P. de Pamplona 

 1. En este apartado se van a abordar los siguientes temas y en este orden: 

personal sanitario en el C.P. de Pamplona, tratamientos farmacológicos, prevención de 

la salud, entrega de lotes higiénicos, alimentación en relación con la salud, las cocinas 

en el C.P. de Pamplona, el deporte en relación con la salud. Finaliza el apartado con 

unas conclusiones acerca de la cuestión sanitaria en el C.P. de Pamplona. 

 

 2. Los establecimientos penitenciarios cuentan con personal sanitario propio 

con el fin de cubrir el derecho a la salud de las personas que se encuentran en prisión. 

Sin embargo,  en la práctica, este derecho no se garantiza. Estos profesionales son los 



27 
 

responsables, tanto de la atención sanitaria individualizada como de la aplicación y el 

desarrollo de los programas de salud a través de los cuales se articula dicha atención.  

 

3. En la prisión de Pamplona, el personal sanitario dispone de tres médicos (uno 

de ellos realiza las funciones de jefe médico) y cuatro enfermeros. En la cárcel de 

Pamplona los Servicios Médicos cuentan con la siguiente plantilla: 3 médicos (uno de 

ellos realiza las funciones de jefe médico) si bien durante 6 meses al año hay 4 

médicos, 4 ATS, 2 auxiliares de clínica y 1 farmacéutica. 

Las consultas médicas se realizan tres días por semana. Concretamente, dos 

días en los módulos de hombres y un día en el módulo de mujeres. 

El proceso que hay que seguir para ser atendido por el médico es por medio de 

instancias, apuntándose el día anterior de la consulta en una lista, para ser atendido al 

día siguiente. 

Para los casos que necesiten ser atendidos en el día y no se haya solicitado 

desde el día anterior, se atenderá sin cita previa, pero, en ese caso, existe la 

posibilidad de que alguien que estuviese en la lista se quede sin ser atendido por falta 

de tiempo. 

Todos los módulos residenciales cuentan con una sala de consulta médica, con 

equipamientos básicos como termómetro, tensiómetro y fonendoscopio, entre otros. 

El resto de la semana no existen consultas médicas en ningún otro horario. Las 

personas presas que sufran urgencias fuera de horario de consulta médica deberán 

ponerse en contacto con un funcionario del módulo, y dicho funcionario llamará al 

personal médico o no, en función de si considera el caso grave a su criterio personal. Si 

en cualquier caso la atención  por parte el personal médico no fuese suficiente, el 

protocolo marca la solicitud de una ambulancia a través del 112.  

Por tanto, no se garantiza el derecho a la salud de las personas que se 

encuentran en prisión ni se cumple el Servicio de atención urgente. 

 4. Además de médicos y enfermeros que dependen de la prisión, también hay 

una psicóloga. Asimismo, hay consulta dos días semanales de psiquiatría. El psiquiatra 

que pasa consulta en la prisión, depende del Servicio Navarro de Salud y no de la 
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prisión. Existen muchas quejas, por parte de las personas presas, sobre la dificultad de 

que el psicólogo y el psiquiatra atiendan a las personas en prisión.  

 

5. No hay consultas de especialistas en prisión. Para solicitar la salida a otro 

especialista la persona presa debe ser derivada por el médico.  

 

6. No existe control sobre la posología de los tratamientos farmacológicos. La 

medicación es repartida en una sola vez y por el personal sanitario a primera hora de la 

mañana y en los diferentes módulos. Así, depende después de la persona presa el 

hacer una correcta ingesta de la medicación, y la realidad es que, en muchos casos, la 

persona sometida a un tratamiento farmacológico no está capacitada para tomar la 

medicación de forma autónoma. Otros problemas del reparto total de la medicación 

por las mañanas es el riesgo de intercambio y trueque de medicación entre los 

internos y el riesgo de la no ingesta de la misma. 

 

7. En cuanto a la prevención en materia de salud, Instituciones Penitenciarias 

señala que “existen diferentes programas de prevención y control de enfermedades 

transmisibles, dirigidas a la prevención y control de las enfermedades transmisibles 

más prevalentes en el medio penitenciario”. 

Incluyen: 

 Prevención y control de la infección VIH/Sida. 

 Prevención y control de la tuberculosis. 

 Prevención y control de otras enfermedades. 

 

Así también existe el programa de vacunaciones: de difteria-tétanos, hepatitis 

B, antineumocócica, antihemophilus B, meningitis C y otras; según las 

recomendaciones oficiales. 

Además, anualmente se lleva a cabo la campaña de vacunación antigripal. 

Todo lo anteriormente descrito por la página web de Instituciones 

Ienitenciarias, es llevado a cabo por la cárcel de Pamplona. 
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Existen también diferentes programas de reducción de daños: 

 Intercambio de jeringuillas. 

 Mantenimiento con metadona. 

 Reparto de preservativos, lubricante y lejía en los lotes higiénicos. 

En la prisión de Pamplona el intercambio de jeringuillas se lleva a cabo por una 

Asociación externa a la prisión, SARE. 

 

8. En cuanto a los lotes higiénicos, aparte del reparto de lo arriba señalado, se 

reparte también: 

- A la entrada de la persona presa a la cárcel: dos juegos de sábanas, dos juegos de 

toalla grande y dos de toalla pequeña. 

- De forma mensual: un gel de 750gr (muy ajustado según muchos internos), un 

tubo de pasta dientes, seis royos de papel higiénico, y, además, en el caso de las 

mujeres, un lote de compresas y, en el caso de los hombres, un lote de chuchillas y 

espuma. También se reparte este último lote a las mujeres que lo solicitan.  

- De forma semestral: cepillos de dientes, esponja de ducha y vaso. 

Estos lotes son gratuitos, pero el resto de elementos de higiene que se puedan 

necesitar, o incluso el aumento de las cantidades de los lotes que sí se reparten, deben 

costearse por la persona presa (es fundamental recordar que no todas personas presas 

tienen posibilidades económicas). 

Cosas tan esenciales como el champú, el desodorante, la crema hidratante o el 

detergente para la ropa, no se incluyen en los lotes gratuitos. Cabe destacar la 

relevancia de la facilitación de un elemento de higiene como el detergente, puesto 

que, aunque existe la lavandería, la ropa interior y el calzado debe lavárselo cada 

persona. Además, se reclama la existencia de duchas en todas las habitaciones de la 

nueva cárcel.  

 

9. Respecto a la alimentación y en relación con la salud, en todos los 

establecimientos penitenciarios españoles debería proporcionarse a los internos  e 

internas una alimentación suficiente, de calidad, variada y controlada.  
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En la prisión de Pamplona, existe un descontento generalizado por parte de las 

personas presas, en cuanto a la alimentación. No se invierte suficientemente en 

alimentos, de forma que escasea la alimentación y los menús equilibrados. La variedad 

y la calidad de la comida es pobre en general. Todos los platos resultan aceitosos y, en 

ocasiones, la comida se dispone en los comedores sin estar terminada de cocinar.  

La alimentación mínima (y bastante) no se garantiza, puesto que las cantidades 

de comida son escasas y, por tanto, insuficientes para saciar a las personas presas.  

En cuanto a las dietas específicas, son respetadas (celiacos, sin sal, hipertensos, 

vegetarianos, musulmanes, alergias), pero la calidad de estas dietas también deja 

mucho que desear. 

Determinados elementos como los sobres de kétchup, mayonesa, aceite y 

vinagre para ensaladas, solo se pueden disponer pagando dinero por ellos, mientras 

que en otras prisiones se reparten de forma gratuita. 

Acerca del equilibro dietético necesario en la alimentación de todas las 

personas, también existen carencias. Suele haber legumbre tres veces por semana, 

otras tres raciones semanales de pasta y otra de arroz, y a veces incluso ponen los 

hidratos en las cenas. Una dieta equilibrada normal, estipula una ingesta de hidratos 

de dos raciones semanales, siempre se recomienda que sea al mediodía, como 

segundo plato y a dividir entre una ración de legumbre y otra de pasta o arroz 

semanal.  

Respecto al pescado, se sirve todos los días de la semana, generalmente panga 

y a veces atún. Se utiliza la panga como única opción, por ser la de más bajo coste. 

En cuanto a la carne, se sirven unas dos o tres raciones por semana. Suele ser 

pollo, ternera y cerdo, y, en algunas ocasiones, conejo. Por un lado, la cantidad se 

presenta de forma escasa y, por otro, en cuanto a la frecuencia, tampoco es la 

adecuada, puesto que, para una correcta alimentación, las proteínas de la carne deben 

estar incluidas en, al menos, cinco raciones semanales. 

Sobre los alimentos precocinados y los fritos, en las cenas se sirven  muchos 

días salchichas precocinadas y frituras, hasta cuatro o cinco raciones por semana. Esta 

cantidad resulta excesiva, ya que este tipo de alimentos no son recomendados en una 
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dieta sana y equilibrada, y en cualquier caso, se debería ofrecer su ingesta una vez por 

semana. 

En cuanto a la fruta y la verdura, se sirve muy poca y casi nunca fresca, sino en 

forma de verdura de bote o congelada. 

 

10. Los cocineros de la cárcel de Pamplona dependían de Gobierno de Navarra, 

estando adscritos a su plantilla. No obstante a partir del día 31 de marzo de 2017 

estaba previsto que dejaran de prestar sus servicios pasando esta función a las 

personas presas. 

 Hasta este momento el personal se conformaba de seis trabajadores, tres 

cocineros y tres ayudantes de cocina. Los ayudantes de cocina eran siempre tres 

personas presas, formadas para dicha tarea. 

11. Respecto al deporte en relación con la salud, existe una sala de gimnasio en 

cada módulo. Las máquinas de las que dispone cada uno de los gimnasios pequeños 

son: dos bicicletas estáticas, dos aparatos de musculación, cuatro cuadros de pesas 

diferentes (de 10, 15, 20 y 30kg) y dos barras para realizar tablas abdominales.  El 

tamaño de los gimnasios en los módulos de hombres es pequeño, de manera que 

cuando todos los puestos de máquinas y aparatos están ocupados, nadie más puede 

entrar. Además, las máquinas y aparatos del gimnasio están descuidados y viejos. 

En el módulo de mujeres, excepcionalmente, el gimnasio está bastante más 

completo. Disponen de bancos para hacer musculación, varias cintas elásticas, 

mancuernas, seis o siete esterillas, tres bicicletas  estáticas, cinco bancos de step, dos 

balones medicinales, colchonetas, dos pelotas estabilidad, y accesorios para jugar a 

fútbol, baloncesto, volley, etc. 

El horario para poder ir a los gimnasios es de 10 h. a13 h. por la mañana y de 17 

h. a 19 h. por la tarde. La entrada es libre para todas las personas presas, aunque hay 

un funcionario que vigila que todo funcione bien en el gimnasio. 

Además de los gimnasios de los módulos de hombres y el módulo de mujeres, 

también hay un gimnasio grande en el módulo sociocultural. Es el coordinador de 

deporte quien organiza los diferentes grupos que pueden disfrutar de dicho gimnasio. 
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Una vez por semana y por módulo, se organiza un grupo de personas y se va a jugar a 

fútbol o baloncesto al módulo sociocultural. 

El coordinador de deporte cuelga en cada módulo un anuncio con la propuesta 

deportiva de la siguiente semana, y las personas presas que quieran participar en la 

actividad se van apuntando. Después, es el coordinador quien decide quiénes 

finalmente realizarán cada actividad por medio de otra lista en cada módulo. 

La piscina de la prisión de Pamplona está en desuso desde la apertura de la 

misma. 

En cuanto a la organización de eventos deportivos, Instituciones Penitenciarias 

señala que la competición es un importante instrumento de motivación. Así, pone en 

práctica la competición deportiva de diferentes formas:: 

 Campeonatos internos: Organizados periódicamente o con motivo de alguna 

festividad. 

 Competiciones intercentros: Entre estos se encuentran las actividades 

deportivas de apoyo que convoca la Subdirección General de Tratamiento y 

Gestión Penitenciaria. También los centros penitenciarios pueden organizar 

este tipo de competiciones. 

 Competiciones federadas: Permiten la competición con colectivos no 

penitenciarios lo que fomenta la relación con el exterior. 

Dentro de estos programas de intervención, las salidas programadas de 

carácter deportivo tienen una gran aceptación entre los internos e internas 

participantes. La temática de las mismas puede ser diversa, rutas de senderismo, 

marchas cicloturistas, participación en carreras populares , etc. No obstante son un 

número muy reducido de personas quienes pueden disfrutar de estas actividades.  

Existen, de forma esporádica, salidas programadas relacionadas con actos 

deportivos. De vez en cuando, se organizan partidos de fútbol o baloncesto en la calle 

a los que acuden grupos pequeños de personas presas (grupos de entre tres y cuatro 

personas). 

También se realizan, de vez en cuando, actividades de senderismo, con grupos 

de unas ocho personas presas más el personal del centro penitenciario que ejerza de 
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acompañante. En cada módulo se dispone de varios juegos de mesa, desde el ajedrez 

hasta las cartas y son de libre uso en las horas de patio. 

 

12. Si, como se reclama en el presente Informe, se asumieran las competencias 

en materia de sanidad, todo lo anterior pasaría a ser responsabilidad del Gobierno de 

Navarra. Esto ayudaría a satisfacer la demanda por parte de las personas presas de un 

servicio de calidad y atención integral cubriendo las necesidades individuales de los 

internos y las internas. 

Las obligaciones del centro penitenciario en lo relativo a la garantía del derecho 

a la salud, se traducirían en ofrecer un servicio sanitario 24 horas in situ. De esta 

manera, se debería ofrecer la posibilidad de citas médicas todos los días , e incluso sin 

cita previa. 

Asimismo, debería aumentarse el personal sanitario para cubrir un incremento 

de horas en el servicio, de forma que fuera posible controlar y supervisar la toma de 

medicación, especialmente de aquellas personas que muestran falta de autonomía en 

el seguimiento de la pauta y también como herramienta para prevenir el mal uso de la 

misma, como sobredosis o reventa entre los internos. 

En cuanto a este último tema, es cierto que actualmente hay personas que son 

atendidas por un psiquiatra profesional proveniente del centro de salud mental de 

Buztintxuri. Así, se cubre una necesidad que no hace mucho tiempo no se atendía, 

pero actualmente se observa que la atención sigue siendo escasa, puesto que se 

siguen dando casos que no han sido aún atendidos, siendo claro un posible trastorno 

mental, fallando la derivación interna entre profesionales de la salud y de lo social.  

Cabe señalar que se han dado casos en los que el trastorno mental existía 

previamente a la entrada en prisión y, en la misma, el personal tenía total 

desconocimiento del mismo, por dos posibles razones: la imposibilidad de acceso al 

historial médico o la desidia del personal de la prisión. 

Por último, en el ámbito de atención primaria, es necesario recalcar que se 

debe hacer una mejor gestión de las derivaciones a otros profesionales sanitarios 

externos, en función de las necesidades patológicas de los enfermos  y enfermas. 
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Actualmente, no se está dando un servicio de calidad, ya que se dan problemas, se 

alarga en el tiempo la derivación por evitar programar una salida, ya sea con 

acompañamiento policial o autogobierno. Las consecuencias de esta situación son 

enormes, provocando en la persona interna un empeoramiento de la enfermedad y, 

en algún caso, suponiendo, en última instancia, un ingreso de urgencia en centro 

hospitalario con elevados riesgos para la salud de la persona.  

La asunción de las competencias en materia sanitaria también incluye la gestión 

y control de la alimentación de las personas que residen en la prisión de Pamplona y, 

asimismo, el fomento de la práctica de actividades deportivas, para así , junto con la 

atención primaria y salud mental, ofrecer un servicio sanitario de calidad. 

En cuanto al servicio de cocina en Pamplona I, es un servicio deficitario, en 

primer lugar, por la escasez de personal profesional contratado, puesto que hay falta 

de recursos en este sentido. Con ello, se dificulta el trabajo en el día a día, en cuanto a 

la elaboración de platos y posterior limpieza de las instalaciones de la cocina.  

De esta forma, por un lado, el aumento de los recursos personales favorecería 

un mejor servicio. Y, por otro lado, la asunción de las competencias por Navarra, 

brindaría un mayor control en cuanto a las dotaciones de productos alimentarios para 

su elaboración y posterior reparto a los módulos. 

Este control de la gestión del servicio es importante para la garantía de la 

utilización del producto de manera eficaz, para ofrecer una dieta equilibrada y 

supervisar la calidad y cantidad, además de vigilar exhaustivamente la dietas 

personalizadas en cuanto a enfermedades que requieran un control alimenticio, como 

diabetes, colesterol, tensión, alergias, etc. 

Por último, también se debe tener en cuenta a aquellas personas, que por 

motivos ideológicos, religiosos, personales, tengan dietas específicas, como personas 

con diferentes religiones (musulmanas, judías…) o vegetarianas/veganas. 

Finalmente, es fundamental atender a la necesidad de las personas presas de 

hacer alguna actividad física diariamente. Actualmente, las dotaciones para hacer 

deporte, como el gimnasio o la piscina, son totalmente deficitarias. En cuanto al 

gimnasio, el acceso es limitado y no hay máquinas suficientes y en buen estado para 
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satisfacer la demanda. En cuanto a la piscina, solo cabe decir que se llenó en la 

apertura de la prisión y nunca se ha llegado a utilizar por ninguna persona interna. 

Además, existe la necesidad manifiesta de personal sanitario especializado en 

fisioterapia en el módulo de enfermería para aquellas personas que, por motivos 

médicos, precisen de terapias para paliar síntomas de múltiples dolencias, tanto 

agudas como crónicas, por medio del ejercicio terapéutico, calor, frío, luz, agua, 

técnicas manuales, entre ellas el masaje y electricidad.  
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IV. COMPETENCIAS EN MATERIA DE EDUCACIÓN 

A/ Cuestiones previas 

1. En lo relativo a materia de Educación, el contenido básico del derecho a la 

educación en el ordenamiento jurídico español queda configurado en el artículo 27 de 

la Constitución Española.  

 No obstante, para el desarrollo de dicho contenido es de gran importancia el 

reparto competencial establecido por la Constitución Española entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas. El artículo 149.1.30 de la CE  deja reservado a la legislación 

estatal la “Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de 

títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 

de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los 

poderes públicos en esta materia.” Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los 

artículos 149.1.1, 149.1.15, 149.1.18, 81.1 y 148.1.17 CE. 

 Por su parte, todas las Comunidad Autónomas han asumido, en mayor  o 

menor grado, las competencias en Educación, por lo que la normativa de ámbito 

autonómico adquiere especial relevancia. 

 El desarrollo que han realizado las distintas Comunidades Autónomas proviene, 

por un lado, del margen previsto en los artículos 149.1.30 y 149.3 de la CE y, por otro 

lado, de lo recogido en los Estatutos de Autonomía de cada Comunidad, pudiéndose 

afirmar que la asunción de competencias que han realizado las Comunidades 

Autónomas ha llevado a la descentralización en la Administración Educativa.  

 

 2. Al igual que otras Comunidades Autónomas, Navarra ha asumido 

competencias plenas en materia educativa a través de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 

de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra 

(LORAFNA), siendo competente, entre otras cuestiones, en la creación y autorización 

de centros, administración de personal, desarrollo de programación en la enseñanza, 

orientación y atención al alumnado, centros y profesores , y ayudas y subvenciones. 
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 Así pues, a rasgos generales, la Comunidad Foral de Navarra ejerce sus 

funciones en la gestión del sistema educativo en el territorio foral y en el desarrollo y 

ejecución de todas aquellas materias educativas que no sean competencia reservada 

para el Estado, es decir, aquellas que hemos mencionado del artículo 149.1.30 CE. 

 Por tanto, en aplicación a la materia que nos ocupa, es obligación del 

Departamento de Educación, junto con la colaboración de los Departamentos 

necesarios para cada caso, el llevar a cabo una gestión eficaz del sistema educativo en 

el Centro Penitenciario de Pamplona, y el desarrollo y ejecución de las materias 

educativas, concretamente, en lo que respecta a la educación para personas adultas.  

 La disposición transitoria cuarta de la LORAFNA prevé que aquellos servicios 

relativos a las funciones y competencias que sean competencia de la Comunidad Foral 

deberán ejercerse, previo acuerdo con la Diputación Foral, por el Gobierno Estatal y 

habrá de promulgarse mediante Real Decreto. 

  

 3. La asunción de las competencias en materia de Educación se ha ido 

desarrollando mediante distintas normas. En primer lugar, destacamos el Real Decreto 

1203/1999, de 9 de julio, cuya aplicación afecta a todas las Comunidades Autónomas.  

 El mencionado Real Decreto tiene por objeto “adecuar la prestación del servicio 

educativo a las peculiaridades de la legislación penitenciaria”. Así, reconoce que en el 

ámbito penitenciario, un instrumento esencial para la reeducación y reinserción social, 

es la atención al derecho fundamental a la educación, el acceso a la cultura y al 

desarrollo integral de su personalidad. 

 A mayor abundamiento, el Real Decreto 1203/1999, de 9 de julio, integra en el 

Cuerpo de Maestros a los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Profesores de 

Educación General Básica de Instituciones Penitenciarias y se disponen las normas de 

funcionamiento en las unidades educativas de los establecimientos penitenciarios.  

 En relación a la aplicación concreta en la Comunidad Foral de Navarra, 

debemos destacar el Real Decreto 1476/2000, sobre traspaso a la Comunidad Foral de 

Navarra de profesores de Educación General Básica, que amplía el traspaso efectuado 
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por el Real Decreto 1070/1990, de 31 de agosto, en materia de enseñanzas no 

universitarias en la Comunidad Foral de Navarra.  

 Así mismo, no podemos olvidar lo recogido en el artículo 67.6 de la Ley 

orgánica de Educación, que hace referencia a la garantía del acceso a las enseñanzas 

en la educación de personas adultas.  

 Finalmente, es importante destacar el Convenio firmado entre el Gobierno 

Estatal y la Comunidad Foral de Navarra. Concretamente, es el Convenio de 

Colaboración entre la Comunidad Foral de Navarra y el Organismo Autónomo de 

Trabajo y Prestaciones Penitenciarias en materia de educación en el Centro 

Penitenciario de Pamplona (Publicado en el BOE número 120, el 20 de mayo de 2003).  

 En dicho Convenio, ambas partes quedan sometidas a determinadas 

obligaciones. Así, es obligación del Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones:  

 

 Cumplir lo estipulado en el artículo 6 del Real Decreto 1203/1999, de 9 de julio. 

 Facilitar los cauces de relación y de información que se requiera para la 

realización de la actividad educativa en los Centros Penitenciarios. 

 Realizar la labor de coordinación que proceda. 

 Constituir el órgano permanente de enlace con la Unidad designada en este 

Convenio por la Administración Educativa para el seguimiento de la actividad. 

Por parte del Departamento de Educación y Cultura de la Comunidad Foral de 

Navarra, se compromete a: 

 Prestar el servicio educativo en el Centro Penitenciario radicado en su ámbito 

territorial en el marco de los planes de educación de personas adultas de la 

Comunidad Foral de Navarra, teniendo en cuenta las necesidades y 

especificidades de la población penitenciaria de los mismos. 

 Propiciar que la programación educativa que resulte de la aplicación de los 

criterios anteriores se incardine en la general del Centro Penitenciario, 

favoreciendo su conexión con las restantes programaciones que realice la 

Administración Penitenciaria. 
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 Dar a las unidades educativas del Centro Penitenciario la misma consideración 

que al resto de las existentes en la red pública de educación de personas 

adultas de la Comunidad, sin perjuicio de las adecuaciones que correspondan 

en función de las especificidades del medio penitenciario y de las carencias de 

los internos, en su caso.  

 

4. En conclusión, Navarra asumió sus competencias en materia de educación desde 

hace más de un lustro, y si bien la regulación ha quedado obsoleta en determinados 

aspectos, se trata de una de las materias que Navarra tiene completamente asumida. 

Sin embargo, dentro de la cárcel de Pamplona no ha desarrollado dicha competencia 

en iguales condiciones que en el exterior, no existiendo razón alguna para que esta 

situación se prorrogue por más tiempo. 

 

B/ La situación en el C.P. de Pamplona 

 1.  En este apartado se van a abordar las siguientes cuestiones, por este orden: 

situación del denominado “Módulo Sociocultural” y la situación con respecto a la 

educación primaria, secundaria y universitaria, dado que la oferta formativa consta 

precisamente de estos tres bloques. Se finalizará con unas conclusiones del apartado. 

 

 2. La prisión cuenta con un módulo llamado “Módulo Sociocultural”, creado 

para poder desarrollar en él todo lo relativo a la oferta educativa existente en la 

prisión.   

  En la página web de Instituciones Penitenciarias, describen dicho 

módulo de la siguiente manera. Se trata de un módulo que “está dedicado a 

desarrollar e impartir cursos y talleres formativos, así como actividades deportivas y 

culturales. Los centros cuentan con instalaciones adecuadas para la práctica deportiva, 

así como para la cultura, entre los que destacan la biblioteca y las aulas”. 
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Este módulo sociocultural dispone de aulas, salas interactivas con ordenadores, 

zonas de estudio y de una biblioteca central, que suministra los libros a las bibliotecas 

más pequeñas, que se encuentran en los módulos donde residen las personas presas.  

 En la práctica, la situación es la que a continuación se describe. El módulo 

sociocultural ha estado inutilizado, si bien actualmente se desarrollan diversas 

actividades, estando en cualquier caso infrautilizado. En este módulo, es la biblioteca 

central la parte más utilizada (si bien las personas presas no pueden acceder a ella). 

Actualmente, dos personas presas (las únicas que pueden acceder a ella) son quienes 

se encargan, por medio de un trabajo remunerado por la prisión, de organizarla, llevar 

un control sobre todos los libros de los que se dispone y etiquetarlos para facilitar la 

disposición de los ejemplares que otros internos puedan solicitar. 

 Su función principal es la de realizar un listado de libros para tenerlos todos 

registrados. Parece que solo registran los libros procedentes de la antigua cárcel, que 

al parecer aún no están registrados. Desde prisión no se recogen nuevas donaciones 

de libros, los trabajadores de la biblioteca saben que en varias ocasiones diferentes 

escuelas, bibliotecas o asociaciones han querido hacer donaciones de libros y no se les 

ha permitido. 

 Las dos personas que trabajan en la biblioteca, al parecer, deberían de estar en 

su puesto de trabajo de lunes a viernes de 9.00 a 13.00h, pero la realidad es que 

suelen trabajar alrededor de dos horas y no todos los días. Si se da la situación de que 

el jefe de formación de la prisión no está, bien porque está de vacaciones, bien por una 

baja o por otro motivo, las personas que trabajan en la biblioteca no pueden estar en 

el módulo sociocultural y, por tanto, ese día no pueden realizar su trabajo. 

 Como se señalaba, en la prisión de Pamplona, este módulo está infrautilizado y 

las clases se imparten en cada uno de los módulos de residencia de las personas 

presas. 

 En teoría, la sala interactiva que posee unos 20 ordenadores, debe estar 

disponible para la realización de diferentes cursos, como por ejemplo el curso de 

informática. También podría ser utilizada por las personas que están matriculadas en la 
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UNED, al igual que se hace en otras prisiones, pero en esta prisión esta sala está 

prácticamente en desuso, puesto que solo se utiliza una vez al mes. 

 Las clases de educación primaria y educación secundaria, en teoría, deberían 

impartirse en este módulo, porque como bien destaca Instituciones Penitenciarias en 

su página web, es el módulo en el que existen las instalaciones adecuadas para la 

práctica de la biblioteca, el estudio y las aulas. 

 Sin embargo, la realidad es que las clases de educación primaria y secundaria se 

imparten en aulas situadas en los mismos módulos, sin acceso a los ordenadores ni a la 

biblioteca central. Tampoco se permite el uso para el estudio personal, sino que las 

personas presas deben estudiar en su propia celda, si se les autoriza para ello. 

 

3. Según la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, al ingresar en un 

establecimiento penitenciario, los internos sin titulación de enseñanza obligatoria son 

examinados por el profesor o profesora, para conocer su nivel de instrucción y su perfil 

educativo, determinando el ciclo de enseñanza obligatoria al  que deben ser incluidos 

En la prisión de Pamplona, si la persona que ingresa en prisión no posee una 

titulación de enseñanza obligatoria, no es examinada por los profesores en ningún 

momento. Son las trabajadoras sociales y los educadores quienes determinan, en 

algunos casos, qué internos son los que necesitarían apoyo en la enseñanza, pero, en 

cualquier caso, luego son las personas presas quienes deciden si apuntarse a alguno de 

los programas educativos o no. 

 

4. Sobre la oferta de educación primaria y secundaria conviene hacer las 

siguientes consideraciones. 

 

5. En primer lugar, acerca de la educación primeria, este se presenta como un 

ciclo de formación instrumental. Se presta especial atención a las personas 

analfabetas, a los jóvenes, a las personas extranjeras para que adquieran el idioma 

español y a las personas con problemas específicos para su acceso a la educación 

básica obligatoria (art. 123 RP). Esta formación es obligatoria para los internos que 
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carecen de los conocimientos propios de las enseñanzas básicas (art. 122.2 RP). De 

hecho, es la única actividad que se señala como obligatoria en todo el Reglamento 

Penitenciario. 

En cuanto al personal docente, en la cárcel de Pamplona hay dos profesores 

para impartir todas las clases. En cada módulo se imparten clases y hay cuatro 

módulos distintos en los que se imparte educación primaria: en el módulo de mujeres, 

en el módulo de enfermería, y en los dos módulos de hombres que hay abiertos (el 

número 3 y el número 4). 

En cuanto al funcionamiento, hay clases de todas las asignaturas y se imparten 

cuatro días a la semana, con una duración de 4 horas cada día. Aparte de dar las clases 

correspondientes al temario que a cada alumno o alumna le corresponda, se resuelven 

dudas durante las clases. El material facilitado a los alumnos y alumnas no suelen ser 

libros, sino que, en la mayoría de ocasiones, son fotocopias.  Tanto el material como la 

matrícula del curso son gratuitos. 

 

6. Para impartir la oferta de educación secundaria se aplica también la 

metodología de la educación de personas adultas, mediante acuerdos con 

instituciones públicas o privadas (art. 124.2 RP). En cuanto al funcionamiento, no se 

imparten clases semanales, sino que únicamente se dispone de una tutoría semanal, 

de una duración de unos 40 minutos, en la que se informa a los alumnos  y alumnas 

sobre las fechas de los exámenes y se reparte el material. A menudo, no existe tiempo 

para que el profesor pueda resolver las dudas del alumnado. 

Como ya se señalaba respecto de la educación primaria, en el caso de la 

educación secundaria, el material de estudio que se ofrece al alumnado es siempre en 

forma de fotocopias, a pesar de que a menudo ocurre que los libros de los que se 

extrae dicho material están en la biblioteca central de la prisión (a la que los alumnos y 

alumnas no tienen acceso). Es siempre el personal docente el que decide cuál es el 

material que reparte entre el alumnado. De la misma forma que la educación primaria, 

también las clases  de secundaria se imparten en los diferentes módulos. 
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Asimismo, la matrícula y el material de educación secundaria es gratuito para el 

alumnado. 

En general, en cuanto a la enseñanza reglada, Instituciones Penitenciarias 

señala que es prioritaria la formación básica que se imparte a los internos e internas 

analfabetas, a los jóvenes, a las personas extranjeras y a aquellas que presentan 

problemas específicos para acceder a la educación, así como el fomento y potenciación 

de cualquier actividad educativa. Los programas educativos que se imparten en la 

Institución Penitenciaria son: 

 Programas de alfabetización para adultos. 

 Programas de consolidación de conocimientos. 

 Programas de educación secundaria para adultos. 

 Programas de alfabetización y castellano para extranjeros. 

 Bachillerato. 

 Ciclos Formativos de Grado Medio y Superior. 

 Escuela Oficial de Idiomas. 

 

En el caso de la prisión de Pamplona, no se ofrecen todos los programas 

educativos señalados.  Así, no se imparten los siguientes programas:  

 Bachillerato. 

 Ciclos Formativos de Grado Medio y Superior. 

 Escuela Oficial de Idiomas (excepto inglés y euskera) 

 

La Administración Penitenciaria se coordina con cada una de las 

Administraciones Educativas de las diferentes Comunidades Autónomas por dos vías: 

 En cada establecimiento penitenciario, a través de las Comisiones Mixtas de 

Coordinación y Seguimiento, para procurar la incardinación de la programación 

educativa con la programación general del centro penitenciario, y para 

garantizar la prestación del servicio educativo en unas condiciones adecuadas. 

 A través de convenios de colaboración en materia educativa, firmados con las 

Administraciones Educativas de las Comunidades Autónomas. 
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7. Actualmente, como desarrollo de la legislación penitenciaria, hay firmado un 

convenio de colaboración con la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED) 

y con la Secretaría General de Universidades, por el que las personas en prisión 

pueden realizar los estudios que imparte la UNED (Acceso Directo para mayores de 25 

años, Grados, Titulaciones a extinguir y Doctorado), en idénticas condiciones que el 

resto de los ciudadanos y ciudadanas. El alumno o alumna dispone de las 

correspondientes tutorías, asesorías (17 centros penitenciarios), apoyo a distancia y 

material didáctico. 

 Como describe la Dirección General de Instituciones penitenciarias, en dos 

centros penitenciarios (Madrid V- Soto del Real y Madrid VI – Aranjuez), hay un 

módulo específico para alumnos de la UNED, con recursos, infraestructura y 

organización interna que facilitan la realización de dichos estudios. Además, se tendrá 

en cuenta la normativa penitenciaria referida al Programa de Estudios Universitarios 

en Centros Penitenciarios por la UNED para cada curso académico indicado en la 

Instrucción I 12/2006 sobre “Protocolo de actuación para la programación, evaluación 

e incentivación de actividades y programas de tratamiento de los internos” (páginas 20 

a 25) y la remisión de la Orden de servicio complementaria a la misma de fecha 26-9-

07, así como la normativa complementaria que se remite durante el curso en general , 

y para la realización de los exámenes oficiales de las diferentes convocatorias en 

particular. 

 Con motivo de los estudios de las Titulaciones de Grado (Plan Bolonia), se 

cuenta en distintos Centros Penitenciarios con la "Plataforma educativa ALF" de la 

UNED, de apoyo continuado, que permite el acceso al material multimedia 

incorporado a la misma por los distintos equipos docentes, gestionada a través de los 

asesores UNED. 

 En la prisión de Pamplona, no se cuenta con la plataforma ALF, por tanto, la 

mayoría de los alumnos de UNED de la prisión de Pamplona no solo no tienen acceso 

al material multimedia, sino que ni siquiera tienen acceso al material en formato 

papel, necesario para cursar su grado. 
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 Por todo lo anterior, las personas presas en Pamplona matriculadas en la UNED, 

se ven obligadas a comprarse los libros para poder estudiar. Esta es una situación que 

no debería darse, teniendo en cuenta que los libros deberían estar en la Biblioteca 

Central si un interno los solicita, o el jefe de formación tendría que facilitarles el 

material en papel, o deberían instalar en Pamplona la plataforma ALF para que las 

personas que estudian en la UNED pudieran disfrutar de su derecho a la educación en 

iguales condiciones que el resto de la ciudadanía.  

 Uno de los principales impedimentos que enfrentan las personas presas en el 

ejercicio de su derecho a la educación es la escasez o ausencia de recursos 

económicos, puesto que la persona que no dispone de dichos recursos y, en 

consecuencia, no puede costearse el material, no tiene acceso a poder cursar estudios 

en la UNED. 

 Otras de las  funciones del jefe de formación, aparte de la ya señalada, es la de 

conseguir los libros y apuntes para el alumnado, estar informado e informar a los 

internos de cómo se deben pedir las becas para poder estudiar y cuándo son los plazos 

de inscripción a cursos y becas. Hay dos posibles becas que pueden solicitarse por las 

personas presas: una al Ministerio de Educación y otra al Gobierno de Navarra. El curso 

anterior, los alumnos no pudieron solicitar las becas, puesto que no se les había 

informado de las mismas, y, así, se imposibilitó la realización de  los trámites 

pertinentes para solicitarlas. 

 Instituciones Penitenciarias señala que los alumnos y alumnas que deseen, 

desde la prisión, matricularse en la UNED, lo harán en idénticas condiciones que el 

resto de los ciudadanos y ciudadanas. El alumno o alumna debería disponer de las 

correspondientes tutorías, asesorías (17 centros penitenciarios), apoyo a distancia y 

material didáctico.  

 Así las cosas, la realidad es que las personas matriculadas en la UNED en la 

cárcel de Pamplona, no están, en ningún caso, en idénticas condiciones que el resto de 

ciudadanos y ciudadanas; ni siquiera en idénticas condiciones que las personas presas 

en otras prisiones. 
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 Por todo lo anterior, muchas de las personas presas interesadas en estudiar en 

la UNED, solicitan ser trasladadas a otras prisiones como Zuera o Álava, para poder 

ejercer su derecho al estudio en la UNED. 

 Esto es así porque el funcionamiento de la UNED en otras prisiones, como por 

ejemplo la prisión de Álava, ofrece un servicio de calidad a su alumnado. La persona 

encargada de la formación (jefe de formación) es quién se encarga del reparto de los 

libros a los alumnos, en función de los grados y asignaturas elegidos, también se 

encarga de la entrega de los apuntes y del asesoramiento y las tutorías individuales 

con el alumnado, y de informar y ayudar en el trámite de Becas.  

 En cuanto al uso del Pabellón Sociocultural para estudiar en otras prisiones, las 

personas presas que están estudiando, acuden a dicho módulo como si fueran a la 

Universidad, cada persona a su curso y aula, además, sin la necesidad de tener que ser 

acompañados por funcionarios de prisiones. 

 Otra posibilidad educativa que se ofrece en otras prisiones son los cursos de 

verano de la UNED, de los que nunca han disfrutado los internos del C.P. de Pamplona. 

 

8. El derecho a la educación es un derecho fundamental de todos los seres 

humanos. Sin embargo, después de todo lo expuesto, se evidencia que el ejercicio de 

este derecho, en adecuadas condiciones de calidad y acceso, no está garantizado para 

las personas presas en la cárcel de Pamplona. A pesar de que existen las 

infraestructuras necesarias dentro de la prisión para ofrecer una educación óptima a 

toda aquella persona que quiera estudiar, esto materialmente no se garantiza. 

Si al módulo sociocultural se le diera un correcto uso, se podrían ofertar más 

talleres y cursos formativos y dar más calidad a los que ya existen. 

Por otro lado, existe una importante carencia en cuanto al personal docente. 

Como ya se ha detallado anteriormente, hay pocos profesores y no se imparten apenas 

clases. Ampliando el personal educativo, se podrían impartir clases de lunes a viernes y 

ofrecer orientación al alumnado de forma personalizada. 

Los alumnos y alumnas dispondrían de más tiempo para asimilar conceptos, 

poder preguntar y resolver dudas con el profesor o profesora, tener tutorías y 
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seguimiento individualizado, y todo esto tendría como consecuencia una mayor 

motivación para el alumnado, fomentando así el estudio y la cultura dentro de la 

prisión.  

A su vez, los profesores dispondrían de más tiempo para dar las clases, atender 

de forma personalizada a sus alumnos y alumnas, preparar y distribuir más material, y 

también para dar a los alumnos y alumnas determinada información educativa 

relevante relativa a las becas disponibles o los diferentes cursos y grados disponibles. 

Con la correcta utilización del módulo sociocultural, el alumnado tendría acceso 

a la biblioteca central, y, así, dispondrían de más y mejor material para el estudio, 

pudiendo utilizar todo el material que actualmente está en desuso y pudiendo optar a 

material nuevo. También tendrían acceso a las aulas, claves para conformar un espacio 

de asimilación de conceptos y estudio para el alumnado. 

Además, dando rendimiento a las herramientas educativas que ofrece el módulo 

sociocultural, los alumnos y alumnas de la UNED podrían tener acceso a la sala 

interactiva de ordenadores, de forma que podría accederse a la plataforma ALF, 

utilizada en otras prisiones, para ofrecer a los alumnos y alumnas universitarias el 

acceso a libros y demás material necesario para cursar sus grados universitarios.  
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V.  COMPETENCIAS EN SERVICIOS SOCIALES 

A/ Cuestiones previas 

1. En lo que respecta a Servicios Sociales o atención social, Navarra debería 

asumir las competencias que tiene atribuidas en esta materia respecto de la cárcel de 

Pamplona, de tal forma que no existiera discriminación entre las personas privadas de 

libertad y las que no lo están. 

  

 2. El artículo 39 de la Constitución Española recoge el derecho a la protección 

social, siendo este un derecho fundamental, y que se complementa con los artículos 

9,14, 40, 49 y 50 del mismo texto legal. En lo que respecta a la competencia en esta 

materia, el artículo 148.1.20 establece que “las Comunidades Autónomas podrán 

asumir competencias en las siguientes materias: 20. Asistencia Social” . Por su parte, 

Navarra asumió la competencia exclusiva en esta materia a través del artículo  44.17 y 

18 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 

Navarra: “Navarra tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 17. 

Asistencia social. 18. Desarrollo comunitario; condición femenina; política infantil, 

juvenil y de la tercera edad”. El apartado 18 fue modificado por la Ley Orgánica 7/2010, 

de 27 de octubre siendo la nueva redacción: “Desarrollo comunitario; políticas de 

igualdad; política infantil, juvenil y de la tercera edad”. 

  

 3. A diferencia de lo que sucedió con la competencia en materia de educación, 

también competencia exclusiva de Navarra y la cual se ejerce dentro del Centro 

Penitenciario de Pamplona en lo que respecta a la educación para adultos, en el caso 

de los Servicios Sociales, Navarra no ha solicitado ejecutar su competencia en la cárcel 

de Pamplona si bien, a nuestro juicio, viene obligada a ello. 

  

 4. La asunción en exclusiva de esta competencia por parte del Navarra se 

materializó en la Ley Foral 14/1983, de 30 de marzo, de Servicios Sociales cuyo artículo 

3 recogía “Áreas de actuación: d) reinserción social y actuaciones especiales. Se 
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promoverán actuaciones especiales conducentes a fomentar la integración o 

reinserción social de personas y o colectivos que lo precisen por su situación de 

emergencia. De conformidad con la legislación General del Estado se tendrán en cuenta 

la atención del bienestar social en las instituciones penitenciarias. Asimismo se 

efectuaran apoyos humanos y económicos para los presos, expresos y sus familiares.”  

 La mención concreta que se realiza a la atención del bienestar social en las 

instituciones penitenciarias, así como el apoyo a las personas presas y expresas y sus 

familiares, hizo que durante algún tiempo se llevaran a cabo distintas actuaciones 

desde el Departamento de Bienestar Social, Sección de Reinserción social. Sin 

embargo, estos programas han ido desapareciendo, perdiéndose casi la coordinación 

en lo que respecta a la inserción social de este colectivo. Éste es un ejemplo de la 

dejación de funciones que ha ido haciendo Navarra respecto de sus competencias 

históricas para con la cárcel de Pamplona. 

  La citada Ley Foral fue modificada por la Ley Foral 15/2016, de 14 de diciembre, 

de Servicios Sociales en la que, si bien desaparece la mención concreta al bienestar 

social en las instituciones penitenciarias de la anterior Ley, lo que viene es a reconocer 

la universalidad en el acceso a los servicios sociales. Así, su artículo 1 recoge: “La 

presente Ley Foral tiene por objeto fundamental conseguir el bienestar social de la 

población en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra, garantizando el derecho 

universal a los servicios sociales”, fijando entre sus objetivos esenciales, “la integración 

social de todas las persona y la prevención y atención de las situaciones de exclusión de 

las personas y de los grupos”.  

Esta Ley Foral establece, como principio rector del sistema de servicios sociales, 

el de garantizar el derecho de acceso a los servicios sociales de toda la población con 

arreglo a los criterios de igualdad, equidad y justicia redistributiva , siendo los 

destinatarios de la misma “los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea 

empadronados en cualquiera de los municipios de Navarra así como los extranjeros 

residentes” siendo además uno de los derechos de estos destinatarios “el derecho a 

acceder a los servicios sociales sin discriminación de cualquier condición personal o 

social”. 
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 Así pues, la Ley garantiza el acceso a los mismos servicios sociales a todas las 

personas que vivan en Navarra, con independencia de su condición personal o social. 

Sin embargo, la realidad es que esa igualdad, a día de hoy, no es real porque ese 

derecho se ve vulnerado en las personas privadas de libertad en la cárcel de Pamplona. 

Por su parte, la Ley de Bases de Régimen Local y la Ley Foral de Administración 

establecen que el municipio ejercerá en todo caso competencias, en los términos de la 

legislación del Estado y de la Comunidad Foral de Navarra, en materia de servicios 

sociales, de promoción y reinserción, todo ello sustentado en la proximidad de los 

municipios al ciudadano. 

  

 5. Si a todo ello le sumamos, que las competencias históricas que Navarra venía 

ejerciendo respecto de la cárcel de Pamplona incluían actuaciones relacionadas con los 

Servicios Sociales, no cabe sino concluir que han de asumirse las competencias en 

materia de Servicios Sociales en la cárcel de Pamplona. 

 Los Servicios Sociales Penitenciarios tienen como finalidad, según recoge la 

propia web de Instituciones Penitenciarias “la inserción de las personas reclusas o 

liberadas y en paliar las quiebras producidas en ellos y sus familias por su ingreso, 

centrándose en los problemas derivados del internamiento y del retorno a la sociedad”, 

siendo estas mismas funciones las que tienen atribuidas los Servicios Sociales de Base 

para la población en general: atender a las personas con dificultades en su inserción 

social y ayudarles a paliar las quiebras producidas por el motivo concreto que da lugar 

a su exclusión. 

 Además de esta función, los y las trabajadoras sociales de prisión forman parte 

también de la Junta de Tratamiento y participan en el seguimiento de libertades 

condicionales y en el desarrollo de programas de inserción. 

 

6. La plasmación de esta asunción llevaría a instaurar un Servicio Social de base 

que tenga como sede de actuación la cárcel de Pamplona y cuyas funciones sean las 

propias de cualquier Servicio Social de base y a las que habría que añadir las propias de 

la prisión. De esta forma, se integraría plenamente a las personas presas en la red 
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pública de Servicios Sociales de Navarra, pudiendo realizarse por parte de la 

Administración políticas sociales públicas mucho más coordinadas y beneficiosas para 

las personas presas y para toda la sociedad. 

 

B/ La situación en el C.P. de Pamplona 

 1. En la prisión de Pamplona existe un departamento de trabajo social que se 

conforma por tres trabajadoras sociales. Todas ellas tituladas por la universidad en 

dicha titulación, y habiendo accedido a su puesto de trabajo en prisión por medio del 

correspondiente concurso-oposición. 

  

 2. En cuanto a las personas que ejercen de educadoras dentro de la prisión, se 

debe afirmar que ninguna de ellas posee un título acorde con su puesto de trabajo. Las 

tres personas que llevan a cabo esta tarea son antiguas funcionarias que, por 

antigüedad, han podido optar y acceder a dicho puesto de trabajo.  

 Así como para los puestos de trabajo social en prisión, es requisito 

indispensable ser poseedor de la titulación acorde con el trabajo a realizar, con los y 

las profesionales que ejercen de educadores debería ocurrir lo mismo. A día de hoy, 

son dos las titulaciones con las que un educador o educadora puede estar capacitada 

para ejercer su trabajo. Por un lado, el Grado Superior en Integración Social y, por otro 

lado, el Grado de Educación Social.  

 Estos profesionales deberían tener herramientas y competencias propias para 

desarrollar acciones educativas en el ámbito socio-sanitario, donde se combina el 

trabajo educativo con los cuidados personales y de atención sanitaria básica, a través 

de la adquisición de los conocimientos, destrezas y actitudes necesarios para 

desarrollar acciones de intervención y mediación socioeducativa en diferentes 

escenarios, con la finalidad de favorecer la integración de los individuos y colectivos, e 

impulsar el desarrollo de la comunidad. 
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3. Se debe mencionar también que las y los trabajadores del ámbito social en 

prisión son escasos, siendo necesario un aumento del número de profesionales, con el 

objetivo de disminuir el ratio de atención para mejorar la calidad del servicio prestado. 

Dicha calidad se vería reflejada en emplear mayor tiempo a cada persona atendida, 

facilitando información y herramientas para la posterior inclusión social, incluso por 

medio de talleres formativos, de manera colectiva, cuyo objetivo fuese adquirir la 

capacidad individual de cada persona para saber desenvolverse con seguridad en 

determinadas circunstancias. Estos talleres ayudarían a adquirir autonomía de 

movimiento después de la prisionización vivida (saber que rentas o subsidios les 

pueden corresponder y conocer los recursos a su alcance en los diferentes ámbitos 

como pueden ser la búsqueda de empleo o vivienda), partiendo desde dentro de 

prisión hacia su futuro en el exterior con un fin resocializador. 

 

 4. Además, a pesar de que, como se decía anteriormente, Instituciones 

Penitenciarias menciona que los profesionales del trabajo social tienen destinadas las 

funciones de gestionar las prestaciones económicas de carácter social incluidas en los 

presupuestos penitenciarios, para ayudas a la excarcelación, acceso a servicios o 

necesidades básicas, la realidad es que son siempre tramitadas por servicios sociales y 

unidades de barrio externos, teniendo ello como consecuencia, la demora de la 

incorporación social, y dificultando esto el acceso de las personas presas a la vida en 

sociedad.  

 

 5. Uno de los principales problemas con el que se encuentran algunas de las 

personas presas tras su salida de la cárcel, es que no poseen padrón o antigüedad del 

mismo, ya que desde la apertura de la nueva prisión, el derecho al padrón ha sido 

anulado. La consecuencia directa de este problema es el no poder acceder a 

prestaciones, subsidios, acceso a algunas entidades sociales y a la vivienda protegida.  

  

 6. Si Navarra asumiera las competencias en materia de servicios sociales, el 

departamento de Trabajo Social de la prisión de Pamplona, pasaría a formar parte de 
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la Red de Unidades de Barrio del Ayuntamiento. Favoreciendo esto que se ejercieran 

las mismas responsabilidades y funciones, aligerando los trámites , disminuyendo los 

tiempos de espera y, en definitiva, reduciendo el riesgo de la exclusión social. 

En cuanto a los y las profesionales del ámbito social que trabajan en el CIS, un 

buen plan estratégico para el fácil acceso de sus usuarios, seria incluirlos dentro de una 

unidad de barrio de Pamplona, como puede ser Buztintxuri. 
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VI. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS 

1. Los motivos por los que la Asociación Salhaketa considera que la Comunidad 

Foral de Navarra debe asumir las competencias en materia penitenciaria son varios y 

de diversa índole y se han ido exponiendo a lo largo de este trabajo. 

 

2. En síntesis, Navarra viene obligada por el artículo 39.1 de la Ley Orgánica de 

Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral a cumplir con sus competencias 

históricas entre las que se encuentran las relativas a la cárcel. Como hemos apuntado 

anteriormente, desde los años 80 a esta parte, la dejación que las instituciones 

navarras han hecho respecto del ejercicio de esta competencia histórica ha sido 

clamorosa. Navarra debe por lo tanto volver a ejercer las competencias que ya tenía 

atribuidas y de las cuales hacía uso desde antes de 1923.  

Este mismo texto legal ahora mencionado, en su artículo 58.1.a), recoge 

además que corresponde a Navarra la ejecución de la legislación del Estado en materia 

Penitenciaria. El hecho de que esta competencia sea la que encabece la lista de las 

materias a asumir no es casualidad, sino que evidencia el interés que siempre había 

mantenido la Administración navarra respecto de la ejecución penal en general, y más 

en concreto respecto a la cárcel de Pamplona. Así, las competencias que ya tiene 

atribuidas por el artículo 39.1 de la LORAFNA pueden, y deben, ser complementadas 

con la asunción de las competencias del artículo 58.1.a). 

Por lo tanto, el Parlamento y el Gobierno vienen obligados por el 

Amejoramiento del Fuero a trabajar en pro de la asunción de la competencia en 

materia penitenciaria y, desde luego, a ejercer las competencias históricas en esta 

materia de las que se ha hecho dejación con el paso de los tiempos. 

 

3. A estos importantes motivos, se unen dos hechos más que ya se han 

nombrado en este trabajo pero que queremos volver a enmarcar. El primero,  que los 

diferentes partidos políticos marcaron el hito de la apertura de la macro cárcel de 

Pamplona como el punto de partida para comenzar a asumir las competencias en 

materia penitenciaria. El segundo, el Acuerdo Programático para el Gobierno de 
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Navarra (legislatura 2015-2019), que recoge expresamente el acuerdo de asumir las 

competencias en materia penitenciaria. Existe, por lo tanto, un compromiso político 

que debe materializarse. 

 

4. Quisiéramos apuntar otras razones por las que a nuestro entender han de 

asumirse las competencias en materia penitenciaria y que de algún modo también se 

han señalado en el texto: 

 

 Tanto el Gobierno de Navarra como el Parlamento Foral deben velar por los 

intereses y derechos de todas las personas navarras o con arraigo en 

Navarra sin que pueda existir distinción entre las personas que están 

privadas de libertad y las que no. Los muros de la cárcel no pueden ser una 

frontera a partir de la cual las instituciones navarras decidan hacer dejación 

de sus funciones y no velar por los derechos de las personas. 

 

 La asunción de la competencia de ejecución penitenciaria permitirá a 

Navarra desarrollar su propia política penitenciaria . Así, Navarra 

determinará qué clase de política penitenciaria quiere desarrollar, qué 

principios inspirarán su actuación, qué trato quiere dar a las personas 

presas. Permitirá determinar criterios propios acerca de la concesión de 

permisos, clasificación en grados penitenciarios, libertades condicionales… 

Esto incluiría además, tanto la organización interna de la cárcel de 

Pamplona como la distribución de los módulos y de las celdas, e incluso la 

elección de los cargos directivos y del personal en general. Permitiría 

repensar la política penitenciaria implementada hasta el momento en el 

C.P. de Pamplona, en el que siempre ha primado la seguridad del centro, 

por encima del ejercicio de los derechos. Dicho en otras palabras que ya 

han sido utilizadas en la introducción a este trabajo: se trataría de darnos 

permiso para avanzar hacia lugares más justos con plena autonomía. Es 

poder hacer políticas públicas en la ejecución de las penas acordes al 
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modelo de Comunidad que se quiere y se piensa: más humana, más 

solidaria y en definitiva más respetuosa con los Derechos humanos. 

 

 La asunción de competencias en materia penitenciaria garantizaría el 

derecho a cumplir condena en Navarra a las personas presas navarras o 

con arraigo en Navarra. 

 La Ley Orgánica General Penitenciaria establece en su artículo 12 que 

“la ubicación de los establecimientos será fijada por la administración 

penitenciaria dentro de las áreas territoriales que se designen. En todo caso, 

se procurará que cada una cuente con el número suficiente de aquellos para 

satisfacer las necesidades penitenciarias y evitar el desarraigo de los 

penados”. 

 Por lo tanto, la legislación penitenciaria establece el derecho de las 

personas presas a cumplir condena en su lugar de origen o arraigo y 

corresponde a la Administración garantizar dicho derecho. Con la asunción 

de competencias en materia penitenciaria, Navarra garantizaría a las 

personas presas navarras o con arraigo en Navarra el cumplimiento de su 

condena en Pamplona, cumpliendo con la legislación actual y respetando 

los derechos de las personas presas. Ello además facilitaría el cumplimiento 

de la finalidad que la Constitución atribuye a las penas privativas de 

libertad.  

 

 También habría que mencionar la rentabilidad social que para Navarra 

conllevaría la asunción de la ejecución de la legislación penitenciaria. Es 

decir, si bien actualmente Navarra no destina cantidad alguna para el 

mantenimiento de la cárcel de Pamplona, sí invierte en la misma de forma 

indirecta: a través de subvenciones a entidades sociales que trabajan en 

este ámbito. Además, estas entidades no son pocas. La asociación que 

escribe estas líneas, es solo un ejemplo de ellas, porque la verdad es que 

Navarra tiene un tejido alrededor de prisión realmente envidiable si se 
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compara con otras Comunidades Autónomas. De este modo, dado que 

Navarra hasta el momento no tiene la competencia para ejecutar la 

legislación penitenciaria, no puede desarrollar políticas que enraícen y se 

inicien en la cárcel (obviamente, cuando la prevención no ha funcionado y 

la persona está presa) y que continúen en el exterior yendo en una misma 

dirección, por lo que se puede afirmar que los recursos que se invierten de 

esta forma indirecta no se rentabilizan al 100%.  

En este sentido, la asunción de competencias en materia penitenciaria 

supondría una optimización de recursos y la posibilidad de implementar 

unas políticas públicas en materia de ejecución de la pena afinadas, 

también, con sus presupuestos, y que fuesen coherentes entre ellas para la 

finalidad última que se espera: la reinserción plena de las personas. 

 

5. Por todos estos motivos, solicitamos la asunción por parte de la Comunidad 

Foral de Navarra de todas las competencias en materia penitenciaria. En este sentido, 

con este texto se quiere pedir, en primer lugar, que se apruebe por parte del 

Parlamento de Navarra una petición al Gobierno de España para la transferencia 

completa de las competencias en materia penitenciaria .  

 

6. No obstante, subsidiariamente, se solicita que se recuperen las competencias 

históricas (que todavía se puedan recuperar) que Navarra tiene atribuidas en materia 

penitenciaria desde antes de 1923 y que se venían ejerciendo hasta los años 80, e 

igualmente que se asuman las competencias parciales dentro de la cárcel de Pamplona 

relativas a educación sanidad y servicios sociales, siendo éstas competencias que 

Navarra ya tiene atribuidas y ejerce en todo el territorio navarro, a excepción de la 

Cárcel existiendo leyes que le habilitan para su asunción y ejecución. 

En este sentido, se pide que se apruebe por parte del Parlamento de Navarra 

una petición al Gobierno de España para recuperar aquellas competencias históricas 
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y solicitar la transferencia completa de las cuestiones referentes a sanidad, 

educación-formación y trabajo social penitenciarios.  

7. Todo lo anterior, sería conveniente que fuese llevado a cabo por el ejecutivo 

con carácter prioritario y como primer paso para la asunción de competencias totales.  

 8. Para finalidad quisiéramos advertir que no se nos pasa por alto la dificultad 

de traer estas palabras en un contexto social de pos verdad y de marcado carácter 

punitivo. Naturalmente, como no podría ser de otro modo, no somos ajenas a esto. 

Pero, no obstante eso, o precisamente por ello, quisiéramos cerrar este trabajo del 

mismo modo en que hemos comenzado y avanzado a lo largo de él, apelando y 

poniendo en el centro el respeto a los derechos humanos de las personas presas que 

serán, mientras siga existiendo la prisión, el eje alrededor de los que giren la privación 

de libertad, para que el encierro se lleve, al menos, en dignidad. Un respeto que, sin 

duda, si se materializa, nos hará ser una sociedad más humana y más justa. 
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VIII. ANEXOS 

 

1. Real Decreto de 5 de diciembre de 1922. 

2. Acuerdo de 19 de diciembre de 1922. 

3. Acuerdo Temporal de 14 de junio de 1989. 

4. Escrito de contestación a la pregunta formulada por la Parlamentaria Foral Ilma. Sra. 

Dª Bakartxo Ruiz Jaso, adscrita al Grupo Parlamentario "Bildu-Nafarroa", acerca de la 

manutención y alimentación de las personas presas en el Centro Penitenciario de 

Pamplona, presentada (8-13/PES-00016). 

5. Resolución de 10 de abril de 2003, de la Secretaría General Técnica, por la que se 

dispone la publicación del Convenio de Colaboración entre el Organismo Autónomo 

Trabajo y Prestaciones Penitenciarias y la Comunidad Foral de Navarra, en materia de 

educación en el Centro Penitenciario de Pamplona. 

6. Criterios de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria en materia de Sanidad. Se insta a 

las Administraciones competentes a superar las disfunciones actualmente existentes 

en materia de asistencia sanitaria a los internos, que atentan contra la igualdad en el 

respeto a un derecho constitucional, como es el derecho a la salud, cuyo alcance debe 

ser el mismo para las personas condenadas y no condenadas a penas privativas de 

libertad. 

7. Convenio de colaboración entre el Ministerio del Interior y el Departamento de 

Salud del Gobierno de Navarra, en materia sanitaria. 
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EXCMO. SR.

Le  remito  escrito  de  contestación  a  la  pregunta  formulada  por  la 
Parlamentaria  Foral  Ilma.  Sra.  Dª  Bakartxo  Ruiz  Jaso,  adscrita  al  Grupo 
Parlamentario "Bildu-Nafarroa", acerca de la manutención y alimentación de 
las personas presas en el Centro Penitenciario de Pamplona, presentada (8-
13/PES-00016).

Pamplona, 4 de marzo de 2013
EL CONSEJERO DE CULTURA, TURISMO Y

RELACIONES INSTITUCIONALES

Juan Luis Sánchez de Muniáin Lacasia

EXCMO. SR. D. ALBERTO CATALÁN HIGUERAS
PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE NAVARRA

Parlamento de Navarra. REGISTRO ENTRADA  686   04-03-2013  hora 11:22   8-13/PES-00016



El  Consejero  de  Presidencia,  Justicia  e  Interior,  en  relación  con  la 

pregunta para su respuesta por escrito formulada por la Parlamentaria 

Foral Ilma. Sra. Dª Bakartxo Ruiz Jaso, miembro del Grupo Parlamentario 

BILDU NAFARROA, en la que solicita información sobre la manutención y 

alimentación  de  las  personas  presas  en  el  Centro  Penitenciario  de 

Pamplona (8-13/PES-00016), tiene el honor de informarle lo siguiente:

El Gobierno de Navarra ha participado histórica y tradicionalmente en los 

gastos  de  sostenimiento  del  Centro  Penitenciario  de  Pamplona, 

colaborando con la Administración General del Estado en materias tales 

como la formación y educación de los reclusos, o su reinserción social, y 

ha  contribuido  a  la  financiación  de  gastos  de  personal,  prestación  de 

servicios sociales y mejora de condiciones de vida de aquellos, suministro 

de alimentos e inversiones de reposición y mantenimiento del centro en 

proporción al número de navarros internados.

En  los  Presupuestos  Generales  de  Navarra  para  2012  figuraba  una 

partida presupuestaria destinada a sufragar “Gastos de mantenimiento del 

centro  penitenciario”,  dotada  con  200.000  euros.  Sin  embargo,  en  los 

Presupuestos Generales de Navarra de 2012 prorrogados para 2013 no 

se ha previsto consignación alguna para dicha finalidad y será el Estado 

el  que  deba  asumir  prestaciones  que hasta  ahora  venían corriendo  a 

cargo del Gobierno de Navarra.



En todo caso, la administración de los recursos y la gestión material del 

centro penitenciario de Pamplona, incluida  la  alimentación y nutrición de 

quienes están recluidos en el  mismo, corresponde a la  Administración 

General del Estado.

Lo que tengo el honor de comunicar en cumplimiento de lo dispuesto en 

el artículo 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara.

En Pamplona, a uno de marzo de dos mil trece

EL CONSEJERO DE PRESIDENCIA,

JUSTICIA E INTERIOR

F. Javier Morrás Iturmendi

EXCMO. SR. PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE NAVARRA
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de 1 de julio, del Poder Judicial y 108 a 114 del Reglamento 1/1995, de
7 de junio, de la Carrera Judicial y en cumplimiento de lo dispuesto en
el artículo 111.4 del Reglamento antes citado, notificar el texto íntegro
del acuerdo a los interesados con indicación de que contra el mismo cabe
interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder
Judicial en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente a aquel
en que tenga lugar su notificación a los interesados, y publicar en el «Boletín
Oficial del Estado» los solicitantes que seguidamente se expresan, a los
cuales ha sido reconocido este mérito:

Apellidos y nombre Derecho

Cano Martínez, María del Carmen . . . . . . . . . . . . Do Valenciano.

Madrid, 6 de mayo de 2003.—El Presidente del Consejo General del
Poder Judicial,

HERNANDO SANTIAGO

MINISTERIO DE DEFENSA

10143 ORDEN DEF/1222/2003, de 14 de mayo, por la que se con-
ceden los Premios Defensa 2003.

Los Premios Defensa se crearon por Orden 298/1999 de 24 de diciembre,
para reconocer trabajos originales sobre cuestiones relacionadas con la
defensa, la seguridad, la paz y la historia militar, que hayan sido desarro-
llados en alguna de las universidades, institutos, fundaciones, asociaciones
y centros docentes de altos estudios militares españoles, así como para
aquellos otros que hayan tenido difusión en prensa, radio y televisión
españolas.

Así mismo se instituyó el Premio Extraordinario de Defensa para recom-
pensar la labor continuada de una persona o entidad en trabajos o cola-
boraciones ligadas a la defensa, la paz y la seguridad, y se establecieron
las normas generales para su adjudicación.

La convocatoria de su cuarta edición, correspondiente al año 2003,
se realizó mediante la Orden DEF/2943/2002 de 12 de noviembre, que
establece las modalidades para su concesión y contiene las bases, normas,
cuantías y demás requisitos para la concesión de los citados premios.

De acuerdo con la base 6 de la Orden de convocatoria se constituyeron
los Jurados de la forma que a continuación se expresa.

El Jurado constituido para otorgar los Premios Defensa en la modalidad
de trabajos de investigación en Universidades, Institutos, Fundaciones,
Asociaciones y Centros Docentes de altos estudios militares estuvo formado
por:

Presidente: D. Jorge Hevia Sierra.
Vocales:

D. Miguel Alonso Baquer.
D. Marcelino Dueñas Fontán.
Dña. Sara Núñez de Prado y Clavell.
D. Carlos Jiménez Piernas.
D. José Cepeda Gómez.
D. Fernando Castillo Cáceres.
D. Eduardo Martínez Hernández.
D. Javier Jiménez Olmos.

Secretario: D. Enrique Liniers Vázquez.

El Jurado constituido para otorgar los Premios Defensa en la modalidad
de medios de comunicación social estuvo formado por:

Presidente: D. Jorge Hevia Sierra.
Vocales:

D. Fermín Bocos.
D. Angel Expósito.
D. Casimiro García-Abadillo.

D. Alberto Martínez Arias.
D. Jesús Rivasés.
D. Alfredo Urdaci.

Secretaria: Dña. Mercedes Batiste Iglesias.

En su virtud, de conformidad con el artículo segundo, apartado 3,
de la Orden de creación de los Premios Defensa y con el fallo de los
respectivos Jurados, dispongo la concesión de los siguientes premios.

Primero.—Modalidad de investigación.

1. Premio Defensa para trabajos relacionados con defensa, paz y segu-
ridad, dotado con 5.500 euros y figura en bronce de Miguel de Cervantes
a Don Rafael Martínez Martínez, por el trabajo titulado «Perfil Profesional,
Político y Socio-Demográfico de los Alumnos de las Academias Militares».

2. Premio Defensa para trabajos de ciencias históricas relacionados
con el ámbito militar, dotado con 5.500 euros y figura en bronce de Miguel
de Cervantes a Don Diego Navarro Bonilla, por el trabajo titulado «Los
Archivos del Espionaje: Información, Razón de Estado y Servicios de Inte-
ligencia en la Monarquía Hispánica».

3. Premio Defensa para trabajos de estudio e investigación realizados
en centros docentes de altos estudios militares, dotado con 5.500 euros
y figura en bronce de Miguel de Cervantes a Don José María Martínez
Ferrer, por el trabajo titulado «Las Operaciones de Paz en el Umbral del
Siglo XXI. Estudio comparativo de las intervenciones en Somalia y Bos-
nia-Hercegovina».

Segundo.—Modalidad de medios de comunicación social.

1. Premio Defensa de periodismo escrito, dotado con 5500 euros y
figura en bronce de Miguel de Cervantes a Don Julio Anguita Parrado
por los trabajos publicados durante el año 2002.

2. Premio Defensa de periodismo audiovisual, dotado con 5500 euros
y figura en bronce de Miguel de Cervantes a Don José Couso Permuy
por los trabajos realizados durante el año 2002.

Tercero.—Premio Extraordinario Defensa.

Premio Extraordinario Defensa 2003, dotado con 6.000 euros y figura
en bronce de Miguel de Cervantes a:

Don Julio Anguita Parrado y a Don José Couso Permuy.

Madrid, 14 de mayo de 2003.

TRILLO-FIGUEROA Y MARTÍNEZ-CONDE

MINISTERIO DEL INTERIOR

10144 RESOLUCIÓN de 10 de abril de 2003, de la Secretaría Gene-
ral Técnica, por la que se dispone la publicación del Con-
venio de Colaboración entre el Organismo Autónomo Tra-
bajo y Prestaciones Penitenciarias y la Comunidad Foral
de Navarra, en materia de educación en el Centro Peni-
tenciario de Pamplona.

Habiéndose suscrito con fecha 11 de marzo de 2003 un Convenio de
Colaboración entre el Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones Peni-
tenciarias y la Comunidad Foral de Navarra, en materia de educación
en el Centro Penitenciario de Pamplona, procede la publicación en el Bole-
tín Oficial del Estado de dicho Convenio, que figura como Anexo de esta
Resolución.

Madrid, 10 de abril de 2003.—El Secretario General Técnico, Fernando
Manzanedo González.

ANEXO

Convenio de Colaboración entre la Comunidad Foral de Navarra y el
Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Penitenciarias en

materia de educación en el Centro Penitenciario de Pamplona

En Pamplona a 11 de marzo de 2003.
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REUNIDOS

De una parte, el Ilmo. Sr. Don Jesús María Laguna Peña, Consejero
de Educación y Cultura de la Comunidad Foral de Navarra, en virtud
del Decreto Foral 9/1999, de 28 de julio, que le otorga potestad para la
firma del Convenio de Colaboración entre el Organismo Autónomo de Tra-
bajo y Prestaciones Penitenciarias y el Departamento de Educación y Cul-
tura del Gobierno de Navarra en materia de educación en el Centro Peni-
tenciario de Pamplona.

Y de la otra, el Ilmo. Sr. D. Ángel Yuste Castillejo, Director General
de Instituciones Penitenciarias y Presidente del Organismo Autónomo de
Trabajo y Prestaciones Penitenciarias, según dispone el Real Decreto
1449/2000, de 28 de julio, con competencias para establecer acuerdos y
suscribir convenios conferidas por el artículo 5.2.c) del Real Decreto
326/1995, de 3 de marzo.

Ambos con capacidad legal suficiente para otorgar el presente Con-
venio.

MANIFIESTAN

Primero.—Que el Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Peni-
tenciarias, adscrito al Ministerio del Interior a través de la Dirección Gene-
ral de Instituciones Penitenciarias, en cumplimiento de la finalidad de
reeducación y reinserción social de los penados que la Constitución Espa-
ñola y la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria,
atribuyen a las penas privativas de libertad, tiene encomendada la labor
de formación de los reclusos, así como cualquier otra actividad tendente
al desarrollo de la personalidad de los internos en Centros Penitenciarios.

Segundo.—Que el Real Decreto 1203/1999, de 9 de julio, de desarrollo
de la disposición adicional décima 10.3 de la Ley Orgánica 1/1990, de
3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, contempla,
entre otros aspectos, la integración en el Cuerpo de Maestros de los fun-
cionarios pertenecientes al Cuerpo de Profesores de Educación General
Básica de Instituciones Penitenciarias, estableciéndose en esta disposición
que mediante acuerdos de las Comisiones Mixtas de traspaso de funciones
y servicios, los funcionarios que se integran en el Cuerpo de Maestros
pasarán a depender de la Administración Educativa en cuyo ámbito terri-
torial se halle situado el establecimiento Penitenciario en el que presten
servicio.

Tercero.—Que, en virtud del Real Decreto anterior, con fecha 4 de sep-
tiembre de 2000, se publicó en el «Boletín Oficial del Estado» el Real Decreto
1476/2000, de 4 de agosto, sobre traspaso a la Comunidad Foral de Navarra
de profesores de Educación General Básica de Instituciones Penitenciarias
en ampliación del traspaso efectuado por el Real Decreto 1070/1990, de
31 de agosto, en materia de enseñanzas no universitarias. En virtud de
este Real Decreto se traspasan a la Comunidad Foral de Navarra todos
los Profesores de Educación General Básica de Instituciones Penitenciarias
que en el momento de referencia desempeñaban su función en el Centro
Penitenciario situado en la Comunidad Foral.

Cuarto.—Que, con independencia de lo anterior, el Real Decreto
1203/1999, de 9 de julio, dedica un capítulo especial a las normas de
funcionamiento de las Unidades Educativas de enseñanza en los Esta-
blecimientos Penitenciarios en el futuro. Entre los aspectos contemplados
en este capítulo figura el de coordinación entre las Administraciones Edu-
cativa y Penitenciaria. A este respecto se especifica, en el apartado 1 del
artículo 11, que «La Administración Penitenciaria y cada una de las Admi-
nistraciones Educativas competentes establecerán los necesarios mecanis-
mos de coordinación y seguimiento de la educación en los Centros Peni-
tenciarios, con el fin de garantizar la prestación del servicio educativo
en las condiciones adecuadas». Igualmente, se determina, en el apartado
2, que «... a fin de garantizar la coordinación entre los responsables de
las Administraciones Educativas competentes y la Administración Peni-
tenciaria en el ámbito de cada Establecimiento Penitenciario se constituirá
un órgano permanente de coordinación y seguimiento integrado por cuatro
miembros, dos designados por la Administración educativa correspondien-
te y dos por el Director del Centro».

Quinto.—Que con fecha 14 de junio de 1989 se suscribió un «Acuerdo
temporal y provisional de Colaboración entre el Ministerio de Justicia
y el Gobierno de la Comunidad Foral de Navarra» en virtud del cual se
han venido ejercitando diversas competencias de ambas administraciones
en relación con el Centro Penitenciario de Navarra. Aquellos aspectos
que en este Acuerdo temporal y provisional de Colaboración se refieren
al servicio público educativo de personas adultas quedarán sin efecto una
vez suscrito el presente Convenio de Colaboración.

Todo lo anterior justifica la suscripción de un Convenio de colaboración
entre las partes con arreglo a las siguientes

CLÁUSULAS

Primera.—Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto regular los mecanismos de coor-
dinación establecidos en el Real Decreto 1203/1999, de 9 de julio, en el
artículo 11.1, así como establecer el cauce general de lo previsto en el
apartado 2, de este mismo artículo.

Segunda.—Obligaciones de las partes.

1. El Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Penitenciarias
se compromete a:

— Cumplir lo estipulado en el artículo 6 del Real Decreto 1203/1999,
de 9 de julio.

— Facilitar los cauces de relación y de información que se requieran
para la realización de la actividad educativa en los Centros Penitenciarios.

— Realizar la labor de coordinación que proceda.
— Constituir el órgano permanente de enlace con la Unidad designada

en este Convenio por la Administración Educativa para el seguimiento
de la actividad.

2. El Departamento de Educación y Cultura de la Comunidad Foral
de Navarra se compromete a:

— Prestar el servicio educativo en el Centro Penitenciario radicado
en su ámbito territorial en el marco de los planes de educación de personas
adultas de la Comunidad Foral de Navarra, teniendo en cuenta las nece-
sidades y especificidades de la población penitenciaria de los mismos.

— Propiciar que la programación educativa que resulte de la aplicación
de los criterios anteriores se incardine en la general del Centro Peniten-
ciario favoreciendo su conexión con las restantes programaciones que rea-
lice la Administración Penitenciaria.

— Dar a las unidades educativas del Centro Penitenciario la misma
consideración que al resto de las existentes en la red pública de educación
de personas adultas de la Comunidad, sin perjuicio de las adecuaciones
que correspondan en función de las especificidades del medio penitenciario
y de las carencias de los internos, en su caso.

Tercera.—Comisión Mixta.

Se establece una Comisión Mixta de seguimiento del Convenio, inte-
grada por un representante de la Administración Penitenciaria, nombrado
por el Presidente del Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Peni-
tenciarias, un representante de la Delegación del Gobierno en la Comunidad
Foral de Navarra nombrado por el Delegado del Gobierno y otros dos
de la Comunidad Foral de Navarra nombrados por el Consejero de Edu-
cación, que se reunirá al menos dos veces al año, al inicio y a la finalización
del curso académico, y siempre que cualquiera de las partes lo estime
conveniente. Dicha Comisión tendrá las siguientes funciones:

— Impulsar, coordinar y evaluar la ejecución del presente Convenio.
— Establecer los criterios generales y económicos de funcionamiento

de la actividad educativa en el Centro Penitenciario.
— Examinar las orientaciones generales que se aplicarán en la pro-

gramación por ambas Administraciones de las actividades que sean res-
ponsabilidad de cada una.

— Conocer y resolver cuantas disfunciones se deriven de este sistema
de colaboración.

— Proponer líneas especiales de colaboración de ambas administra-
ciones en el campo de la formación integral de los internos que pueden
abarcar otros aspectos como los de formación para el ejercicio de una
profesión, cultura, deportes, etc.

Cuarta.—Régimen Jurídico.

1. Este Convenio queda sujeto a las normas de Derecho público que
regulan los convenios entre Administraciones Públicas y demás que resul-
ten aplicables.

2. Queda sin efecto el Acuerdo temporal y provisional de Colaboración
entre el Ministerio de Justicia y la Comunidad Foral de Navarra suscrito
con fecha 14 de junio de 1989 en cuanto se oponga a lo establecido en
el presente Convenio de Colaboración en materia de educación de personas
adultas del Centro Penitenciario de Navarra.

3. Las contraversias que surjan entre las partes sobre los efectos,
interpretación, modificación o resolución del Convenio que no sean objeto
de conciliación en el seno de la Comisión Mixta de seguimiento a que
se refiere la cláusula tercera, serán sometidas a los tribunales competentes
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Quinta.—Ámbito temporal.

1. Este Convenio surtirá efectos desde el momento de su firma y
tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de 2003.
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2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, este Convenio
se entenderá prorrogado tácitamente por años naturales si no media denun-
cia expresa de alguna de las partes.

La denuncia a que se refiere el párrafo precedente deberá ser comu-
nicada, para su eficacia, a la otra parte, con una antelación mínima de
tres meses a la fecha de vencimiento.

3. Se hace constar que este Convenio no tiene carácter plurianual
a efectos económicos.

En prueba de conformidad, se firma el presente Convenio, en el lugar
y fecha indicados.—El Presidente del Organismo Autónomo de Trabajo y
Prestaciones Penitarias, Ángel Yuste Castillejo.—El Consejero de Educación
y Cultura, Jesús Laguna Peña.

MINISTERIO DE FOMENTO

10145 RESOLUCIÓN de 21 de abril de 2003, de la Dirección Gene-
ral de la Marina Mercante, por la que se declara la homo-
logación del equipo radiotelefono de VHF, con LSD (no
solas), marca A2E modelo Hurrycane, para su uso en
buques y embarcaciones de bandera Española.

Visto el expediente incoado a instancia de la empresa Astec Actividades
Electrónicas, S.A., con domicilio Valportillo Primera, 10, 28100 Alcobendas
(Madrid), solicitando la homologación del equipo radiotelefono de VHF,
con LSD (no solas), marca A2E modelo HURRYCANE, para su uso en
buques y embarcaciones de bandera Española, de acuerdo con las normas:

R.D. 1837/2000 de 10 noviembre de 2000.
R.D. 1890/2000 (Directiva 1999/5/CE) Ministerio de Ciencia y Tecno-

logía.
Reglamento de Radiocomunicaciones.

Esta Dirección General ha resuelto declarar homologado el siguiente
equipo radioeléctrico:

Equipo: Radiotelefono de VHF, con LSD (no solas).
Marca/modelo: A2E / Hurrycane.
N.o homologacion: 54.0021.

La presente homologación es válida hasta el 17 de Febrero de 2008.

Madrid, 21 de Abril de 2003.—El Director general, José Luis Lopez-Sors
González.

10146 RESOLUCIÓN de 21 de Abril de 2003, de la Dirección Gene-
ral de la Marina Mercante, por la que se declara la homo-
logación del equipo Radioteléfono portátil de VHF no-solas,
marca President modelo PM-1200 WP, para su uso en
buques y embarcaciones de bandera Española.

Visto el expediente incoado a instancia de la empresa President Antenas
Ibéricas, con domicilio Botánica, 107 pol. indus. Gran Vía Sud, 08908 Hos-
pitalet de Llobregat (Barcelona), solicitando la homologación del equipo
Radiotelefono portátil de VHF no-solas, marca President modelo PM-1200
WP, para su uso en buques y embarcaciones de bandera Española, de
acuerdo con las normas:

R.D. 1837/2000 de 10 noviembre de 2000.
R.D. 1890/2000 (Directiva 1999/5/CE) Ministerio de Ciencia y Tecno-

logía.
Reglamento de Radiocomunicaciones.

Esta Dirección General ha resuelto declarar homologado el siguiente
equipo radioeléctrico:

Equipo: Radiotelefono portátil de VHF no-solas. Marca/modelo: Pre-
sident/PM-1200 WP. N.o homologación: 52.0060.

La presente homologación es válida hasta el 25 de Febrero de 2008.

Madrid, 21 de Abril de 2003.—El Director General, José Luis López-Sors
González.

10147 RESOLUCIÓN de 21 de Abril de 2003, de la Dirección Gene-
ral de la Marina Mercante, por la que se declara la homo-
logación del equipo Receptor de navegación por satélite
no-solas, marca Simrad modelo CR44, para su uso en
buques y embarcaciones de bandera Española.

Visto el expediente incoado a instancia de la empresa Simrad Spain,
S. L., con domicilio Partida Torres, 38, naves 8 y 9, 03570 Villajoyosa
(Alicante), solicitando la homologación del equipo Receptor de navegación
por satélite no-solas, marca Simrad modelo CR44, para su uso en buques
y embarcaciones de bandera Española, de acuerdo con las normas:

R.D. 1837/2000 de 10 noviembre de 2000.
R.D. 1890/2000 (Directiva 1999/5/CE) Ministerio de Ciencia y Tecno-

logía.
Reglamento de Radiocomunicaciones.

Esta Dirección General ha resuelto declarar homologado el siguiente
equipo radioeléctrico:

Equipo: Receptor de navegación por satélite no-solas. Marca/modelo:
Simrad/CR44. N.o homologación: 98.0347.

La presente homologación es válida hasta el 21 de Febrero de 2008.

Madrid, 21 de Abril de 2003.—El Director General, José Luis López-Sors
González.

10148 RESOLUCIÓN de 21 de Abril de 2003, de la Dirección Gene-
ral de la Marina Mercante, por la que se declara la homo-
logación del equipo Receptor de navegación por satélite
no-solas, marca Simrad modelo CR54, para su uso en
buques y embarcaciones de bandera Española.

Visto el expediente incoado a instancia de la empresa Simrad Spain,
S. L., con domicilio Partida Torres, 38, naves 8 y 9, 03570 Villajoyosa
(Alicante), solicitando la homologación del equipo Receptor de navegación
por satélite no-solas, marca Simrad modelo CR54, para su uso en buques
y embarcaciones de bandera Española, de acuerdo con las normas:

R.D. 1837/2000 de 10 noviembre de 2000.
R.D. 1890/2000 (Directiva 1999/5/CE) Ministerio de Ciencia y Tecno-

logía.
Reglamento de Radiocomunicaciones.

Esta Dirección General ha resuelto declarar homologado el siguiente
equipo radioeléctrico:

Equipo: Receptor de navegación por satélite no-solas. Marca/modelo:
Simrad/CR54. N.o homologación: 98.0348.

La presente homologación es válida hasta el 7 de febrero de 2008.

Madrid, 21 de Abril de 2003.—El Director General, José Luis López-Sors
González.

10149 RESOLUCIÓN de 21 de Abril de 2003, de la Dirección Gene-
ral de la Marina Mercante, por la que se declara la homo-
logación del equipo Receptor de navegación por satélite
no-solas, marca Simrad modelo CA44, para su uso en
buques y embarcaciones de bandera Española.

Visto el expediente incoado a instancia de la empresa Simrad Spain,
S. L., con domicilio Partida Torres, 38, naves 8 y 9, 03570 Villajoyosa
(Alicante), solicitando la homologación del equipo Receptor de navegación
por satélite no-solas, marca Simrad modelo CA44, para su uso en buques
y embarcaciones de bandera Española, de acuerdo con las normas:

R.D. 1837/2000 de 10 noviembre de 2000.
R.D. 1890/2000 (Directiva 1999/5/CE) Ministerio de Ciencia y Tecno-

logía.
Reglamento de Radiocomunicaciones.

Esta Dirección General ha resuelto declarar homologado el siguiente
equipo radioeléctrico:
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Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado la comunicación que expiden 
los Centros Penitenciarios participando que un interno no se ha 
reincorporado de un permiso. 

2º.- Ante la preocupación e indeterminación normativa existente 
acerca de qué juez o tribunal es el competente para acordar la busca y 
captura de los internos que no se reintegran de un permiso de salida o que 
se evaden del Centro Penitenciario, los jueces de vigilancia penitenciaria 
solicitan del Consejo General del Poder Judicial que por el órgano 
competente se elabore un informe con objeto de delimitar que juez o tribunal 
es el competente para acordar ese tipo de ordenes. 

CRITERIO 79.2 BIS (NUEVA REDACCIÓN JUNIO 2009) 
BUSCAS Y CAPTURAS: ÓRGANO COMPETENTE PARA SU ADOPCIÓN 

La Busca y Captura es competencia del órgano judicial sentenciador, salvo en los supuestos 

de revocación de la libertad condicional. (APROBADO POR MAYORIA 

CUALIFICADA) 

 3º.- Instar a las Administraciones Penitenciarias para que impartan las 
ordenes oportunas a todos los Centros Penitenciarios a fin de que producido 
el reingreso de un evadido, sin perjuicio de las comunicaciones que se 
realicen a otras autoridades, se ponga en conocimiento inmediato del juez 
de vigilancia penitenciaria al que en su día se comunicó la evasión. (Los tres 
puntos aprobados por unanimidad en reunión de 2008). 

 VIII. SANIDAD PENITENCIARIA.

 80.- Asistencia sanitaria a los internos por el Sistema Nacional de 
Salud: principio de igualdad. Se insta a las Administraciones competentes a 
superar las disfunciones actualmente existentes en materia de asistencia 
sanitaria a los internos, que atentan contra la igualdad en el respeto a un 
derecho constitucional, como es el derecho a la salud, cuyo alcance debe 
ser el mismo para las personas condenadas y no condenadas a penas 
privativas de libertad. (Aprobado por mayoría).  

MOTIVACIÓN: Dar cumplimiento al principio general de integración de la sanidad penitenciaria en el Sistema 
Nacional de Salud, proclamado en el artículo 209 del Reglamento Penitenciario. 

 81.- Asistencia especializada: consultas en el interior de los 
Establecimientos y consultas externas.  

 Se insta igualmente a las Administraciones competentes a realizar, en 
materia de asistencia especializada, consultas en el interior de los 
Establecimientos cuando la demanda sea elevada, y consultas externas en 
los Hospitales que se designen, en los demás casos. Para la eficacia de las 
primeras, deben desarrollarse y ejecutarse los convenios de colaboración 
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entre la Administración penitenciaria y las Administraciones sanitarias sobre 
el particular. Por lo que respecta a las consultas externas, el Juez de 
Vigilancia Penitenciaria ha de estar informado con la suficiente antelación 
del día y hora previstos para la consulta con el objeto de que pueda en caso 
necesario oficiar a las fuerzas de seguridad del Estado a fin de que sin 
excusa alguna se hagan cargo de la conducción del interno el día señalado. 
(Aprobado por mayoría).  

MOTIVACIÓN: Dar cumplimiento efectivo a lo previsto en el artículo 209.2 del Reglamento Penitenciario, que 
distingue las consultas especializadas en el interior de los Establecimientos, que en la práctica las Administraciones se 
resisten a llevar a cabo, y las consultas externas. Respecto de estas últimas, se trata de asegurar el desplazamiento del 
enfermo el día señalado para la consulta, evitando el perjuicio que supondría tener que pedir nuevamente hora y día para 
ese fin con el retraso correspondiente.  

82.- Régimen de los internos hospitalizados en Establecimientos no 
penitenciarios. En los supuestos de hospitalización de internos en 
Establecimientos no penitenciarios, es procedente que los mismos sean 
alojados en espacios separados de los demás enfermos. Las visitas deberán 
autorizarse atendiendo a razones médicas y hospitalarias, y no a criterios de 
régimen penitenciario. (Criterio 23 de 1994. Ratificado por mayoría).  

MOTIVACIÓN: Complementar lo dispuesto en el artículo 218 del Reglamento Penitenciario sobre ingreso en 
hospitales extrapenitenciarios de los internos. La separación de espacios responde a razones de seguridad. El régimen de 
visitas responde al principio general de que en materia de sanidad penitenciaria debe primar el aspecto sanitario, por 
razones de protección de la salud, sobre el aspecto penitenciario.  

83.- Tratamiento de deshabituación: oportunidad para todos. Todo 
interno que lo desee ha de tener a su alcance la posibilidad de seguir un 
tratamiento de deshabituación, con independencia de su situación procesal 
y de sus vicisitudes penales y penitenciarias. (Criterio 27 de 1994. Ratificado 
por unanimidad).  

MOTIVACIÓN: La deshabituación ha de orientarse en beneficio de la salud del interno y de las posibilidades que 
ofrece en orden a la reeducación y reinserción social. Por lo tanto, la práctica de un tratamiento de esta naturaleza es 
provechosa tanto para el interesado como para la sociedad y resultaría negativo, o incluso contraproducente, limitar su 
seguimiento a quienes se hallaran en una determinada situación procesal o en un grado avanzado de la clasificación 
penitenciaria. 

 84.- Libertad condicional para enfermos muy graves: requisitos. Se 
insta al Gobierno a la modificación urgente del artículo 92 del Código penal, 
en el sentido de que, entre los requisitos para la concesión de la libertad 
condicional a enfermos muy graves con padecimientos incurables, no se 
exigirá pronóstico favorable de reinserción social. (Criterio 24 de 1994, 
modificado. Aprobado por mayoría). Ver también número 125.  

MOTIVACIÓN: Si la finalidad de la llamada impropiamente libertad condicional para enfermos incurables es de 
carácter humanitario y pretende sencillamente que el interno no fallezca en el establecimiento, y no constituye por ello un 
período de prueba para la vida futura como es el caso de la libertad condicional en general, no tiene sentido exigirle un 
pronóstico favorable de reinserción social, que es un requisito propio de la libertad condicional general pero que no tiene 
aplicación práctica en esta liberación humanitaria. Se sigue propugnando lo indicado en este acuerdo o criterio (que era de 
1994), porque la posterior reforma del artículo 92 del CP por L.O. 15/2003, de 25 de noviembre, no ha suprimido el informe 
de pronóstico final, ni siquiera en los supuestos en los que el peligro para la vida del interno fuera patente, a causa de su 
enfermedad o de su avanzada edad, no obstante haber establecido un régimen especial en el apartado 3 para la concesión 
de la libertad condicional en tales supuestos. Procede, por ello, insistir en el acuerdo adoptado en enero de 2003, 
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fundamentado en el “principio humanista”, ante el cual en ocasiones los principios de igualdad y de legalidad tienen que 
ceder (según interpretación usual –pero discutible- de los Jueces de Vigilancia).  

85.- Tratamiento médico forzoso: autorización: competencia: ver 
número 12.  

86.- Programas de reducción del daño: recursos para actividades 
complementarias. Se insta a la Administración penitenciaria a que 
incremente eficazmente los recursos necesarios para complementar la 
actividad que viene desarrollando con los programas de sustitución de 
opiáceos o de intercambio de jeringuillas, especialmente en aquellos 
supuestos en los que los internos aceptarían voluntariamente la intervención 
terapéutica. (Aprobado por unanimidad).  

MOTIVACIÓN: Los llamados programas de reducción del daño, a saber, de sustitución de opiáceos o de 
intercambio de jeringuillas, tienen como objetivo evitar la extensión dentro de los establecimientos penitenciarios del SIDA y 
otras enfermedades contagiosas, pero estas medidas, puramente preventivas, han de complementarse con medidas 
curativas, tanto más necesarias cuanto que el interno tiene derecho a ellas, en las mismas condiciones que cualquier otra 
persona, y tanto más oportunas si el interno además presta voluntariamente su consentimiento a los correspondientes 
tratamientos.  

 87.- Consumo de drogas por los internos: casos en los que no debe 
dar lugar a sanción disciplinaria o a pérdida de beneficios penitenciarios. 
Reconociendo la importancia de los programas de reducción de daño con 
relación a los drogadictos puestos en marcha por la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias para la protección del derecho a la vida de los 
internos, se recomienda vivamente la modificación del vigente artículo 109. i) 
del Reglamento Penitenciario de 1981, en el sentido de añadir a la expresión 
final “salvo prescripción facultativa” lo siguiente: “o integración del interno 
en alguno de los programas de tratamiento o deshabituación de 
drogadictos”. Asimismo, se entiende que el consumo de drogas no deberá 
considerarse necesariamente como un factor de riesgo que impida el 
disfrute de beneficios penitenciarios, sin tener en cuenta las circunstancias 
personales del interno. (Aprobado por mayoría).  

MOTIVACIÓN: Dentro de la orientación general de equiparación en la mayor medida posible de los internos y de 
quienes no están privados de libertad, se entiende que, si en la vida libre el consumo de drogas no está acompañado de 
castigo y la experiencia indica que hay personas que consumen droga y desarrollan una vida profesional o actividades 
artísticas dentro de la más absoluta normalidad, los mismos criterios deben regir en el ámbito penitenciario. En 
consecuencia, la tenencia o el consumo de drogas no deben constituir sin más una infracción disciplinaria, especialmente si 
el interesado participa en alguno de los programas indicados, ni constituir tampoco por sí un factor de riesgo que impida el 
disfrute de los beneficios penitenciarios (entendidos en el sentido más lato del término), aunque en los casos concretos 
pueda haber circunstancias personales añadidas que sí determinen la existencia de un factor de riesgo que deberá ser 
tenido motivadamente en cuenta antes de tomar una decisión sobre los indicados beneficios.  

88.- (Sin contenido). 

89.- Tratamiento psiquiátrico de los internos: criterios: servicios 
comunitarios. 

 El tratamiento psiquiátrico de los internos que lo precisen debe 
guiarse por criterios de racionalización, profesionalidad y optimización de 
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recursos, dando preferencia a la utilización de los servicios comunitarios 
sobre los específicamente penitenciarios y limitando en la mayor medida 
posible el internamiento en Unidades u Hospitales psiquiátricos 
penitenciarios. En todo caso, los declarados exentos de responsabilidad o 
con responsabilidad atenuada deberán ser internados en hospitales o 
establecimientos dependientes de los servicios de salud comunitarios y 
nunca en establecimientos penitenciarios, sin perjuicio de lo indicado en el 
párrafo anterior. (Criterio 28 de 1994, simplificado, aprobado por mayoría).  

MOTIVACIÓN: Atendiendo nuevamente al criterio de equiparación entre los condenados y no condenados a 
privación de libertad, se entiende que el tratamiento psiquiátrico de quienes están cumpliendo medida de seguridad debe 
llevarse a cabo en todo caso en Establecimientos comunitarios y no penitenciarios, por la mayor aptitud de aquéllos para 
desarrollar un tratamiento resocializador. Respecto de los penados, el criterio es más flexible, aunque se sigue dando 
preferencia a los servicios comunitarios y se desea que el internamiento en Establecimientos penitenciarios se reduzca en 
la mayor medida posible.  

90.- Unidades Psiquiátricas en Centros penitenciarios: creación: ver 
número 29.  

91.- Salidas terapéuticas: autorización: competencia: ver número 14.  

92.- Unidades de Custodia de Hospitales extrapenitenciarios: 
alojamiento; quejas: ver números 13, 30, 31, 82.  

93.- Centros de Educación Especial: creación: ver número 28.  

94.- Ley General de Sanidad: carácter supletorio de la normativa 
penitenciaria.  

 Se reconoce el carácter supletorio en materia de sanidad penitenciaria 
de la Ley General de Sanidad 14/1986, de 25 de abril, y de la Ley 41/2002, de 
14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de los 
derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica. 
(Aprobado por unanimidad). 
  

MOTIVACIÓN: Se entiende, y así se declara a los solos efectos de la claridad en el entendimiento de la ley, que 
las dos normas mencionadas contienen preceptos que son de aplicación general en el ámbito de la asistencia sanitaria, y 
que únicamente prevalecerán sobre ellos los preceptos de normas del mismo rango que regulen materias especiales, como 
podría ser la asistencia sanitaria en el ámbito penitenciario.  

 IX. SEGURIDAD INTERIOR.

 95.- Carácter general del principio celular. 

 Los JVP acuerdan mostrar su preocupación porque el principio 
celular, que debe ser regla general, pueda presentarse como excepción, y la 
excepción de varios internos en la misma celda se presente como regla. 
(Aprobado por unanimidad).  
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CONVENIO DE COLABORACiÓN ENTRE EL MINISTERIO DEL INTERIOR Y
EL DEPARTAMENTO DE SALUD DEL GOBIERNO DE NAVARRA, EN

MATERIA SANITARIA

En Madrid, a 23 de enero de 2008

REUNIDOS

De una parte, Don Alfredo Pérez Rubalcaba, Ministro del Interior, nombrado por
Real Decreto 463/2006, de 10 de abril (BOE, n° 86, de 11 de abril de 2006),
quien actúa en virtud de las facultades conferidas por el articulo 13.3 de la ley
6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración
del Estado.

y de otra parte, Doña Maria Kutz Peironcely, Consejera de Salud del Gobierno
de Navarra, quien actúa en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo
90.1 de la Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra.

Ambas partes, en la representación que ostentan, se reconocen capacidad
legal suficiente para obligarse y suscribir el presente Convenio y, a tal efecto,

MANIFIESTAN

PRIMERO: La Constitución Española de 1978 reconoce, en su articulo 43, el
derecho de todos los españoles a la protección de la salud y atribuye a los
poderes públicos las competencias para organizar y tutelar la salud pública a
través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios; asi
mismo, y a través de las previsiones contenidas en el Título VIII, organiza las
atribuciones y competencias del Estado sobre la base de la institucionalización
de las Comunidades Autónomas.

SEGUNDO: Conforme a la distribución constitucional de competencias en
materia penitenciaria, el Ministerio del Interior, a través de la Dirección General
de Instituciones Penitenciarias, tiene asignada la administración y régimen de
las instituciones penitenciarias a su cargo, siendo una de sus competencias
velar por la vida, integridad y salud de los internos.
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A este respecto, la Administración Penitenciaria mantiene, en los
establecimientos de ella dependientes, la cobertura sanitaria correspondiente al
nivel de Atención Primaria de la Salud.

TERCERO: La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, a través de
los artículo 3,4, 10 Y 12, garantiza los derechos de los inlernos y su acceso a
las prestaciones sanitarias en condiciones de igualdad efectiva, siendo
competencia de las Administraciones Públicas la organización y desarrollo de
todas las acciones preventivas y asistenciales dentro de una concepción
integral del sistema sanitario.

CUARTO: A tenor de los articulos 53, 54 y 58 de la Ley Orgánica 13/1982, de
10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de
Navarra, corresponden a Navarra las facultades y competencias sobre sanidad
e higiene que ostentaba a la entrada en vigor de la Ley mencionada en virtud
de sus derechos históricos; el desarrollo legislativo y la ejecución de la
legislación básica del Estado en materia de sanidad interior e higiene y
Seguridad Social; y a ejecución de la legislación del Estado en materia de
establecimientos y productos farmacéuticos.

De acuerdo con las disposiciones citadas, dentro de su territorio, Navarra podrá
organizar y administrar todos los servicios correspondientes a la materia
referida anteriormente y ejercitará la tutela de las instituciones, entidades y
fundaciones relacionadas con las mismas.

QUINTO: Una colaboración especifica entre el Ministerio del Interior y el
Departamento de Salud favoreceria una mejora sustancial en la atención
sanitaria a la población reclusa.

Además, ambas partes estiman que los servicios de salud penitenciaria han de
ser considerados como establecimientos sanitarios incorporados al Sistema
Nacional de Salud, a los efectos establecidos en la Ley 16/2003, de 28 de
mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, a cual, en su
disposición adicional sexta, establece que los servicios sanitarios dependientes
de Instituciones Penitenciarias serán transferidos a las Comunidades
Autónomas para su plena integración en los correspondientes servicios
autonómicos de salud, conforme al sistema de traspasos establecidos por los
Estatutos de Autonomía.

SEXTO: Ambas partes son conscientes de que mientras se efectúan los
procedimientos para proceder a la transferencia del servicio sanitario del
Centro Penitenciario de Pamplona, dependiente de la Dirección General de
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Instituciones Penitenciarias, a la Comunidad Foral de Navarra, para su plena
integración en el Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea, es preciso articular
cauces de colaboración entre ambas Administraciones, conforme a los cuales
pueda hacerse efectivo el principio de universalización de la prestación
sanitaria, al tiempo que se mejore la calidad de las prestaciones en salud de la
población reclusa y el acceso a los recursos sanitarios extrapenitenciarios.

El Departamento de Salud del Gobierno de Navarra y el Ministerio del Interior,
a través de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, consideran
necesario disponer de un cauce formal que posibilite las actuaciones de
colaboración mutua en materia sanitaria y que facilite la efectividad del derecho
a la protección de la salud de dicho colectivo, ajustandose a su concepción
integral, a su promoción y prevención, universalización, equidad y a la
superación de las desigualdades.

Por todo ello, se estima conveniente la suscripción del presente Convenio, con
arreglo a las siguientes

CLAUSULAS

PRIMERA. Objeto.

El presente Convenio de Colaboración tiene por objeto la organización de
actividades y actuaciones específicas, encaminadas directamente a mejorar la
coordinación entre la atención sanitaria que viene realizandose en el Centro
Penitenciario y la dispensada en los Centros Sanitarios dependientes de la
Administración Sanitaria de la Comunidad Foral de Navarra, mediante la
integración del Centro Penitenciario en la intranet sanitaria del Servicio Navarro
de Salud-Osasunbidea, garantizando con ello el derecho a la protección de la
salud de estos ciudadanos, como de cualquier otro residente en la Comunidad
Foral.

SEGUNDA. Ambito

El ambito de aplicación de este Convenio se circunscribe a la Comunidad Foral
de Navarra, en las areas que se vean afectadas por el desarrollo informatico y
tecnológico de la asistencia sanitaria a la población, y comprende:

1. Historia clinica informatizada. El seguimiento de Jos pacientes a través
de una historia clínica única que sea la misma, independientemente de
que se encuentren o no ingresados en el Centro Penitenciario, mejora la

3
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calidad de la prestación sanitaria y posibilita la continuidad asistencial de
los enfermos.

2. Gestión de citas y transmisión de datos. La petición de pruebas
diagnósticas, consultas de especialistas y acceso a datos clínicos y
complementarios a través del sistema de información sanitario del
Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea, facilita y agiliza la asistencia
sanitaria.

3. Gestión del suministro de medicamentos.

4. Aquellas otras areas que puedan ponerse en marcha como
consecuencia de la evolución en el desarrollo informático y tecnológico
de la asistencia sanitaria de la Comunidad Foral.

TERCERA. Obligaciones de la Comunidad Foral de Navarra

1. El Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea Incorporará en las
instalaciones de sus servicios informáticos centralizados los servidores
necesarios para conectar el Servicio Médico del Centro Penitenciario de
Pamplona a sus sistemas de información sanitarios, en particular al
programa informático OMI, como si fuera un centro de salud más del
área correspondiente.

2. El Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea establecerá cursos de
formación en relación con el funcionamiento de las aplicaciones del
sistema de información sanitaria de dicho Servicio.

3. El organismo referido facilitará el acceso de los pacientes inlernos a los
recursos sanitarios extrapenitenciarios.

4. El mantenimiento del sistema de información cedido se realizará
exclusivamente por los técnicos designados por el Servicio Navarro de
Salud-Osasunbidea.

CUARTA. Obligaciones de la Administración Penitenciaria

La Administración Penitenciaria se compromete a:

1. Cumplimentar la historia clínica informatizada unlca del Servicio
Navarro de Salud-Osasunbidea y/o completar la misma con los datos
de seguimiento del paciente que se produzcan durante su estancia
en el Centro Penitenciario.

2. Facilitar el acceso de los profesionales sanitarios del Centro
Penitenciario a los cursos de formación que organice el Servicio



j

Navarro de Salud-Osasunbidea en relación con el funcionamiento
de las aplicaciones del sistema de información sanitaria.

3. Colaborar con el Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea en el
desarrollo y mejora continua de las herramientas y protocolos de
actuación que se definan como consecuencia del presente convenio.

QUINTA. Comisión de Seguimiento y Evaluación del Convenio

1. Con objeto de permitir el adecuado seguimiento y evaluación del
presente Convenio, se constituirá una Comisión compuesta por tres
miembros de la Administración Sanitaria de la Comunidad Foral de
Navarra y tres miembros de la Administración Penitenciaria.

Los representantes de la Administración Sanitaria de la Comunidad Foral
de Navarra serán los siguientes:

El Director General de Salud o persona en quien delegue.
El Director Gerente del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea o
persona en quien delegue.
La Directora de Atención Primaria del Servicio Navarro de Salud­
Osasunbidea o persona en quien delegue.

Los representantes de la Administración Penitenciaria serán los
siguientes:

La Directora General de Instituciones Penitenciarias o persona en
quien delegue.
La Subdirectora General de Sanidad Penitenciaria o persona en
quien delegue.
El Director del Centro Penitenciario de Pamplona o persona en quien
delegue.

En función de los asuntos a tratar, se podrán incorporar a la Comisión
los asesores técnicos que se consideren oportunos, teniendo en cuenta
la naturaleza de las competencias atribuidas a dicha Comisión.

2. La Presidencia de la Comisión será ocupada por un miembro de la
misma y tendra carácter rotatorio, cada año, entre el Departamento
de Salud y la Dirección General de Instituciones Penitenciarias,
comenzando por ostentar la presidencia el Departamento de Salud.

3. La Comisión se reunirá, al menos, una vez al año y siempre que lo
solicite una de las partes, teniendo como cometido fundamental:
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a) Adoptar las decisiones sobre aquellos compromisos que
hagan posible el cumplimiento y desarrollo del Convenio.

b) Realizar una evaluación anual del Convenio, verificando su
continuidad.

c) Controlar, organizar y sistematizar las actividades a realizar,
proponer futuras actuaciones y resolver las cuestiones
puntuales y específicas que puedan plantearse.

SEXTA. Jurisdicción competente
1. Las dudas y controversias que puedan surgir en relación con la

interpretación, modificación o resolución y efectos del presente convenio
serán resueltas, en primer término, por la Comisión de Seguimiento y
Evaluación del Convenio.

2. Cualquier controversia que surja, no solventada por la Comisión antes
citada, dada la naturaleza administrativa del Convenio, será dirimida en
el orden jurisdiccional contencioso-administrativo y quedará fuera de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, Texto Refundido
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio; y de la
Ley Foral 6/2006 de 9 de junio de Contratos Públicos.

SEPTIMA. Vigencia
El presente Convenio entrará en vigor el día de su firma, y su duración se
extender'; hasta el día 31 de diciembre de 2008, quedando prorrogado
automáticamente por periodos anuales, salvo denuncia expresa por cualquiera
de las partes, manifestada con antelación de , al menos, un mes respecto de su
fecha de vencimiento.

OCTAVA. Causas de extinción
Serán causas de extinción del presente Convenio:

a) El acuerdo unánime de quienes lo suscriben.
b) El incumplimiento de las cláusulas por cualquiera de las

partes.
e) La transferencia efectiva de los servicios sanitarios del Centro

Penitenciario de Pamplona, dependiente de Instituciones
Penitenciarias, a la Comunidad Foral de Navarra para su plena
integración el Oepartamento de Salud.

En prueba de conformidad, y para que surta los efectos oportunos, se firma el
presente Convenio, en duplicado ejemplar, en la fecha y lugar al principio
citados.

EL MINISTRO DEL INTERIOR

\
< -----Alfredo Perez Rubalcaba

LAf~NSEJERA DE S¡¡'LUD e
V\ (L...' c!..... 1"-" '-

-rvrarlal<utz Peironcely
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